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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo
—Calderón Aránguiz, Rolando
—Cantuarias Larrondo, Eugenio
—Cooper Valencia, Alberto
—Díaz Sánchez, Nicolás
—Feliú Segovia, Olga
—Fernández Fernández, Sergio
—Frei Bolívar, Arturo
—Gazmuri Mujica, Jaime
—Hormazábal Sánchez, Ricardo
—Huerta Celis, Vicente Enrique
—Jarpa Reyes, Sergio Onofre
—Larre Asenjo, Enrique
—Lavandero Illanes, Jorge
—Martin Díaz, Ricardo
—Mc-Intyre Mendoza, Ronald
—Navarrete Betanzo, Ricardo
—Núñez Muñoz, Ricardo
—Otero Lathrop, Miguel
—Pacheco Gómez, Máximo
—Páez Verdugo, Sergio
—Palza Corvacho, Humberto
—Papi Beyer, Mario
—Piñera Echenique, Sebastián
—Prat Alemparte, Francisco
—Ríos Santander, Mario
—Romero Pizarro, Sergio
—Ruiz De Giorgio, José
—Ruiz-Esquide Jara, Mariano
—Siebert Held, Bruno
—Sinclair Oyaneder, Santiago
—Soto González, Laura
—Sule Candia, Anselmo
—Thayer Arteaga, William
—Urenda Zegers, Beltrán
—Valdés Subercaseaux, Gabriel
—Vodanovic Schnake, Hernán
—Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda, de Educación y de Justicia.
Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.
II. APERTURA DE LA SESIÓN


—Se abrió la sesión a las 17:18, en presencia de 39 señores Senadores.
El señor VALDÉS (Presidente).— En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. CUENTA
El señor VALDÉS (Presidente).— Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Informes



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes de Mercado de Valores, de Administración de Fondos Mutuos, de Fondos de Inversión, de Fondos de Pensiones, de Compañías de Seguros, y otras materias que indica, con urgencia calificada de "Suma".





Informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, con urgencia calificada de "Suma".



· Quedan para tabla
.
IV. ORDEN DEL DÍA

BASES DEL MEDIO AMBIENTE

El señor VALDÉS (Presidente).— En primer lugar, debemos proseguir la discusión respecto del proyecto de ley, iniciado en mensaje, en tercer trámite constitucional, sobre Bases del Medio Ambiente.



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 26a, en 16 de septiembre de 1992.


En tercer trámite, sesión 23a, en 12 de enero de 1994.


Informes de Comisión:


Medio Ambiente y Bienes Nacionales, sesión 47a, en 4 de mayo de 1993.


Hacienda, sesión 47a, en 4 de mayo de 1993.


Medio Ambiente y Bienes Nacionales (segundo), sesión 12a, en 20 de julio de 1993.


Hacienda (segundo), sesión 12a, en 20 de julio de 1993.


Medio Ambiente y Bienes Nacionales (tercer trámite), sesión 25a, en 18 de enero de1994.

Discusión:


Sesiones 48a, en 5 de mayo de 1993 (queda pendiente la discusión); 50a, en 11 de mayo de 1993 (se aprueba en general); 14a, en 3 de agosto de 1993 (se despacha en particular); 25a, en 18 de enero de 1994 (queda pendiente la discusión); 26a, en 19 de enero de 1994 (queda pendiente la discusión).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Corresponde tratar la primera modificación de la Cámara de Diputados al artículo 57, que ha pasado a ser 60. La Cámara sustituyó el encabezamiento del inciso primero por el siguiente:



"Artículo 60.— Corresponde a la municipalidad y a los demás organismos del Estado requerir del juez a que se refiere el artículo 63, la aplicación de sanciones a los responsables de fuentes emisoras que no cumplan con los planes de prevención o descontaminación o con las regulaciones especiales para situaciones de emergencia ambiental a los infractores por incumplimiento de los planes de manejo a que se refiere esta ley. El procedimiento será el contemplado en la ley N° 18.287 y a los responsables se sancionará con:".



La modificación fue rechazada por unanimidad en la Comisión.



—Se rechaza.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario). En seguida, la Cámara ha consultado los siguientes incisos finales:



"Cuando el juez que acoja una acción ambiental o indemnizatoria deducida conforme con lo prevenido en el artículo 57, establezca en su sentencia que el responsable ha incurrido en alguna de las conductas descritas en el inciso primero de este artículo, impondrá de oficio alguna de las sanciones antes enumeradas.



"Cuando el juez dictare sentencia condenatoria que imponga multas, la parte condenada que desee apelar de dicha resolución deberá depositar previamente en la Tesorería Municipal respectiva una suma ascendente al 10% del monto de la multa aplicada. Sin este requisito el recurso será denegado por el juez que pronunció el fallo.".



La Comisión rechazó por unanimidad esta modificación de la Cámara.



—Se rechaza
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El artículo 58 ha pasado a ser artículo 61, sin enmiendas.



Por su parte, en el artículo 59, que ha pasado a ser artículo 62, la Cámara ha reemplazado las referencias a los artículos "57" y "55" por "60" y "58", respectivamente.



Los artículos 60 y 61 han pasado a ser artículos 63 y 64, sin modificaciones.



En el artículo 62, que ha pasado a ser artículo 65, la Cámara ha agregado los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 



"El recurso de apelación sólo se concederá en contra de las sentencias definitivas, en contra de las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución y en contra de las resoluciones que se pronuncien sobre medidas cautelares.



"Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, en ellas no procederá la suspensión de la causa por ningún motivo, y si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, cualquiera que sea su importancia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.".



La Comisión rechazó por unanimidad esta modificación.



—Se rechaza.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— A continuación, la Cámara ha sustituido el artículo 63, que ha pasado a ser artículo 66, por el siguiente: "La acción ambiental prescribe en el plazo de treinta años. Las acciones civiles emanadas del daño ambiental prescriben en el plazo de 10 años.



"Ambos plazos se contarán desde que el actor haya tomado conocimiento del daño.".



La Comisión, por unanimidad, propone rechazar esta modificación.



—Se rechaza.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El artículo 64 ha pasado a ser artículo 67.



En el inciso segundo, la Cámara ha sustituido la referencia al "artículo 60" por otra al "artículo 63".



Respecto del artículo 65, que ha pasado a ser 68, la Cámara ha agregado, en el inciso segundo, la conjunción "o" luego de la palabra "dependa".



Cabe hacer presente que la norma tiene carácter de Ley Orgánica Constitucional.



La Comisión, por unanimidad, propone aprobar la modificación.



—Se aprueba (27 votos).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— A continuación, la Cámara de Diputados ha intercalado el siguiente Título V:



"DEL FONDO DE PROTECCIÓN AMBIENTAL



"Artículo 69.— La Comisión Nacional del Medio Ambiente tendrá a su cargo la administración de un Fondo de Protección Ambiental, cuyo objeto será financiar total o parcialmente proyectos o actividades orientados a la protección o reparación del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la conservación del patrimonio ambiental.



"Artículo 70.— Los proyectos o actividades a que se refiere el artículo anterior, cuyo monto no exceda del equivalente a 500 unidades de fomento, serán seleccionados por el Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, según bases generales definidas por el Consejo Directivo de dicha Comisión.



"Cuando los proyectos o actividades excedan el monto señalado, el proceso de selección deberá efectuarse mediante concurso público y sujetarse a las bases generales citadas en el inciso anterior, debiendo oírse al Consejo Consultivo a que se refiere el párrafo Cuarto del Título Final.



"Artículo 71.— El Fondo de Protección Ambiental estará formado por:



"a) El producto de las multas que se apliquen o se hagan exigibles en virtud de las disposiciones de la presente ley;



"b) Herencias, legados y donaciones, cualquiera sea su origen. En el caso de las donaciones, ellas estarán exentas del trámite de insinuación;



"c) Recursos destinados para este efecto, en la Ley de Presupuesto de la Nación;



"d) Recursos que se le asignen en otras leyes, y



"e) Cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.".



La Comisión rechazó por mayoría de votos esta proposición de la Cámara.

El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión el Título V propuesto por la Cámara.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, los artículos leídos crean un Fondo especial para financiar proyectos o actividades de la CONAMA. En la Comisión hicimos presente la inconveniencia de tal disposición, e, incluso, nuestras dudas respecto de su constitucionalidad, en atención a que dentro del sistema constitucional y presupuestario que nos rige es la Ley de Presupuestos la que anualmente debe asignar todos los recursos del Estado. La existencia de fondos de esta clase, afectos a un fin determinado, distorsiona el sistema de distribución de los recursos fiscales.



Por tal razón, estimo que el Fondo propuesto es inconciliable con la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y con el concepto de una asignación anual de los recursos del Estado según la prioridad de necesidades de la Nación, la que debe examinarse en cada oportunidad.



Propongo rechazar la modificación de la Cámara, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Pacheco.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la idea de crear este Fondo especial, patrocinada por el Ejecutivo, surgió durante la discusión del proyecto en la Cámara de Diputados como una manera de destacar la importancia que se atribuye al tema del medio ambiente. En el texto que aprobó el Senado se consideró sólo la posibilidad de autorizar proyectos ambientales con cargo a fondos de investigación ya existentes. No obstante, con este Fondo no se estaría agregando ninguna facultad que CONAMA no vaya a tener en virtud del propio proyecto.



Por lo anterior, señor Presidente, sugiero aprobar la modificación introducida por la Cámara.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, no estoy de acuerdo con la interpretación dada por la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra. La disposición agregada en la Cámara no va en contra de ninguna disposición de la citada Ley Orgánica de Bases, ni, tampoco, de la Ley de Presupuestos o de las normas presupuestarias.



Por otro lado, no sería ésta la primera vez que el Senado aprobaría un fondo de esta naturaleza: ya lo hicimos en el caso del Fondo de Desarrollo de la Cultura y de las Artes y en el del Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura.



En segundo término, cabe destacar que el Fondo que manejaría la CONAMA —la cual es un órgano del Estado— no recibiría sus recursos sólo por la vía de la Ley de Presupuestos. De acuerdo con el artículo 71 propuesto por la Cámara, formarán parte de ellos "El producto de las multas que se apliquen o se hagan exigibles en virtud de las disposiciones de la presente ley", "Herencias, legados y donaciones, cualquiera sea su origen", "Recursos destinados para este efecto en la Ley de Presupuesto de la Nación", etcétera. Es decir, cada vez que se discuta esta ley, se aprobará o no una destinación de recursos al Fondo.



Por lo tanto, creo que la argumentación de la Honorable colega no puede llevar a rechazar el artículo. Es posible aducir otras consideraciones: que nos gusta o no el Fondo; que consideramos conveniente o inconveniente su creación. En lo personal, me parece bien que la Comisión Nacional del Medio Ambiente, a través de estos recursos, pueda llevar adelante proyectos o actividades orientados a la protección y reparación del medio ambiente. Ello cumple plenamente con la intención del proyecto en análisis, y, en razón de eso, me pronuncio en favor de la creación del Fondo.



Se ha argumentado que las disposiciones en comento atentan contra la Ley Orgánica de Administración del Estado y que la asignación de recursos debería dejarse a la Ley de Presupuestos. Pero ello es un error. Éste no es un caso de aplicación de un ítem presupuestario. Más aún: si el día de mañana el Congreso aprueba una ley en la que se establezca determinado gasto, automáticamente, en la Ley de Presupuestos debería abrirse el ítem al que debería imputarse dicho gasto.



En consecuencia, lo que nos debe llevar a aprobar o rechazar la enmienda es si estamos de acuerdo o no en que la Comisión, con esos recursos —cuyo origen no es sólo presupuestario, pues provienen de varias fuentes: multas, legados, donaciones, y otros—, pueda realmente llevar a cabo acciones para proteger el medio ambiente.



Por mi parte, estos artículos me parecen convenientes.

El señor PAPI.— Votemos, señor Presidente, pues ya están planteadas las posiciones al respecto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, a mi juicio, es obvio que cuando se analiza en particular cada Fondo, frente a un objetivo legítimo, útil y socialmente necesario, da la impresión de que ese instrumento es muy razonable. Sin embargo, formulo la siguiente reflexión: si para cada materia de esa naturaleza hay que crear un Fondo, deberíamos igualmente hacerlo a fin de atender los problemas de mortalidad y desnutrición infantil, analfabetismo, facilitar el acceso de las personas más desposeídas a la justicia, etcétera.



En definitiva, al proceder en tal sentido generamos pequeños presupuestos, con la diferencia de que, una vez creado el Fondo respectivo, quedan consagrados en disposiciones legales permanentes. Lo que estructura las bases de la administración financiera del Estado, en cambio, es que el Presupuesto de la Nación asigna los recursos; pero no sólo eso: permite, también, en las glosas, reglamentar, poner condiciones, establecer requisitos sobre cómo ellos se van a administrar.



Acabo de salir de una reunión de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, donde se acordó crear un Fondo destinado a fomentar la instalación de teléfonos en zonas rurales y en las urbanas de bajos ingresos. Por lo tanto, quiero preguntar al Ejecutivo: ¿cuál es el criterio sobre el particular? Porque si es necesario generar un Fondo para cada cosa útil que tiene que hacerse, habría que crear millones de ellos, prioritarios, tal vez, con relación a aquel que nos ocupa.



Además, una vez creado el Fondo debe formarse una Comisión que lo administre...

El señor ZALDÍVAR.— Que no está creada, en el caso que Su Señoría expone.

El señor PIÑERA.— Es cierto. Pero el proyecto que introduce modificaciones a la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, determina que el Fondo será administrado por una Comisión integrada por distintos Ministros, etcétera.



Adicionalmente, se trata de Comisiones muy centralizadas, por definición, porque son todas designadas por el Gobierno central. Luego, en ese sentido, hacemos una descentralización muy curiosa: ésta no radica en traspasar atribuciones o dar autonomía a los gobiernos regionales o a los gobiernos comunales. ¡No! Es una descentralización por materias. ¿Cuáles materias? Aparentemente, aquellas que dependen de la buena ocurrencia al disponer los Ministros que integrarán esas entidades.



Es bueno establecer Fondos para cada cosa útil y necesaria. Sin embargo, constituyen algo excepcional. ¿Cuándo se crea uno de ellos? Cuando se quiere dar una administración no exclusivamente estatal.



Por ejemplo, el Fondo de la Cultura se instituye como algo distinto del Presupuesto de la Nación, porque se le da una administración mixta, compartida entre el sector privado y el sector público. Al respecto, cabe recordar que el Senado puede nombrar un representante.

El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Me permite una pequeña interrupción, señor Senador?

El señor PIÑERA.— Por supuesto, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Solicito el asentimiento de la Sala a fin de que pase a presidir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Papi, pues no se halla presente el Honorable señor Urenda y debo atender un llamado urgente de Su Excelencia el Presidente de la República.



Acordado.



—Pasa a presidir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Papi.
El señor PAPI (Presidente accidental).— Puede continuar el Honorable señor Piñera.

El señor PIÑERA.— Se establecen, sin embargo, Fondos administrados por personas designadas exclusivamente por el Gobierno central. Desde el punto de vista de dar una administración más amplia que la del Estado central, habría que incorporar al sector privado o a los gobiernos regionales, a fin de lograr una descentralización, lo que no está presente en el proyecto.



Por lo tanto, a mi juicio nos encontramos frente a una "epidemia" de Fondos, pues estamos creando muchos de ellos. Aquí existen dos alternativas: o algunos Ministros están cumpliendo muy mal sus funciones, porque no proponen Fondos para cosas muy importantes, o simplemente...

El señor ZALDÍVAR.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor PIÑERA.— Por supuesto, Su Señoría, con la venia de la Mesa.

El señor PAPI (Presidente accidental).— Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, creo que no es conveniente entrar a calificar cuál es el resultado de la gestión de los Ministros para tratar de justificar argumentos vinculados a una disposición con la cual estamos trabajando.



Podría observarse, del mismo modo, que lo que se ha señalado carece de todo fundamento. El señor Senador consulta: "¿Para qué un Fondo?". Al respecto, deseo preguntar si el medio ambiente y la preservación de la calidad de vida de la población no revisten tanta importancia como para instaurar un Fondo, a pesar de los otros que se hayan creado, y si son menos relevantes que desarrollar la lectura del libro.



¿De dónde se originan los recursos que componen el Fondo de Protección Ambiental? Conforme al artículo 71 del proyecto, ellos provienen del producto de las multas aplicadas a los infractores que provoquen daño ambiental. ¿Cómo no va a ser conveniente que esto se destine al objetivo ya mencionado? Las herencias, legados y donaciones...

El señor PIÑERA.— ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor ZALDÍVAR.— No, Su Señoría, salvo que, para intervenir, quiera retirar la que me otorgó. En ese caso,...

El señor PAPI (Presidente accidental).— Ruego a los señores Senadores evitar los diálogos.

El señor ZALDÍVAR.— ...le devuelvo el uso de la palabra y hablo después.

El señor PAPI (Presidente accidental).— El Honorable señor Piñera ha concedido una interrupción al Senador señor Zaldívar.

El señor PIÑERA.— Pido, respetuosamente, una breve interrupción al Honorable colega.

El señor ZALDÍVAR.— Eso no es posible, señor Senador. No puedo dar una interrupción mientras estoy haciendo uso de una.

El señor PIÑERA. — Por supuesto...

El señor ZALDÍVAR. — Terminaré en seguida y, después, Su Señoría retomará el uso de la palabra.

El señor PIÑERA. — ¡Dígame que no me la quiere conceder, señor Senador!

El señor ZALDÍVAR. — Pero, ¿cómo voy a otorgársela si intervengo en virtud de una interrupción que usted me dio, Honorable colega?

El señor PIÑERA. — ¿Le digo de qué manera, señor Senador?

El señor PAPI (Presidente accidental). — Ruego a Sus Señorías terminar los diálogos.

El señor PIÑERA.— ¡Dándola!

El señor PAPI (Presidente accidental). — Senador señor Piñera, usted concedió una interrupción...

El señor RUIZ (don José). — Sí, señor Presidente.

El señor PIÑERA. — Es que el Honorable señor Zaldívar...

El señor ZALDÍVAR.— No se ponga nervioso, Su Señoría.

El señor PAPI (Presidente accidental). — Senador señor Piñera, espere que termine la intervención el Honorable señor Zaldívar y usted recupera el uso de la palabra.



Puede continuar Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR. — Señor Presidente, me parece necesario que el Honorable señor Piñera lea el artículo 71 propuesto por la Cámara. Luego de establecerse el Fondo de Protección Ambiental — que no es cualquier cosa — , esa disposición expresa que éste se hallará formado por el producto de las multas que se apliquen a los infractores; las herencias, legados y donaciones que provengan de quienes desean preservar el medio ambiente y los recursos que asigne la Ley de Presupuestos, que incluirá sobre el particular una glosa respecto de la cual Su Señoría deberá pronunciarse cada año.



Por consiguiente, estimo justificada la pregunta que formulé respecto de lo que ha señalado el Senador señor Piñera, a quien le pido que la argumentación no termine en el plano de calificar la gestión de los Ministros, sobre la base de este tipo de disposiciones que se proponen.

El señor PIÑERA. — Señor Presidente, recupero el uso de la palabra.



Quiero decir al Senador señor Zaldívar lo siguiente. En primer lugar, con relación a las fuentes de que se alimenta el Fondo, el Honorable colega ha mencionado "El producto de las multas que se apliquen o se hagan exigibles en virtud de las disposiciones de la presente ley;", basado en la letra a) del artículo 71. Pero ella se eliminó en la Comisión, por unanimidad y con el visto bueno del Ejecutivo, pues, si el que multa es quien se beneficia de la sanción, se produce un incentivo, y, por tanto, el sistema no está bien estructurado. Luego, la letra a) ya no existe.



En segundo término, en cuanto a los "Recursos destinados para este efecto, en la Ley de Presupuestos de la Nación", cabe advertir que ésta es el gran "Fondo" de Chile. No se requiere una norma legal para establecer que la Ley de Presupuestos puede asignar recursos a un objetivo como, por ejemplo, la protección de la naturaleza.



En seguida, no es necesario que el texto haga referencia a los "Recursos que se le asignen en otras leyes". Ese es, precisamente, el objetivo de otros cuerpos legales. Las leyes no anuncian leyes.



En definitiva, de las fuentes del Fondo, lo único que justificaría una mención especial son las herencias, legados y donaciones, materias reguladas perfectamente en otra ley, que permite que los aportes por esos conceptos puedan ser entregados..,

El señor ZALDÍVAR. — Eso es lo que propone usted, Honorable colega, pero no es lo aprobado por la Cámara de Diputados.

El señor PIÑERA.— No escuché bien. ¿Me pidió una interrupción el Senador señor Zaldívar, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR.— Si me la concede, se lo aclaro, Su Señoría.

El señor PAPI (Presidente accidental).— ¡Ruego a los señores Senadores evitar los diálogos!



Tiene la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor ZALDÍVAR.— El Honorable señor Piñera debe leer el artículo aprobado por la Cámara de Diputados.

El señor PIÑERA.-— Si el Senador señor Zaldívar hubiera estado mejor informado del debate habido en la Comisión, respecto de las fuentes del Fondo, probablemente no habría expresado algunas cosas que dijo.

El señor ZALDÍVAR.— Lo que en este momento se halla aprobado es el texto de la Cámara, señor Senador.

El señor PIÑERA.— Sin embargo, volvemos a lo fundamental. Deseo preguntar francamente: ¿con qué criterio se crean los Fondos? Si se destinan a cosas importantes y útiles, me gustaría saber cuántos más se van a proponer. Porque veo al Senador señor Díaz y pienso que al Honorable colega se le ocurriría crear muchos Fondos especiales con relación a la salud. Pero...

El señor ZALDÍVAR.— ¿Por qué Su Señoría ataca al Honorable señor Díaz?

El señor PIÑERA.— El Senador señor Díaz es un hombre inteligente y adulto que se puede defender solo. No lo estoy atacando. Al contrario. Como es doctor y Senador —le tengo mucho aprecio—, sé que podría determinar necesidades de salud insatisfechas que ameritarían un Fondo.



Y me lo confirma el Senador señor Díaz, a pesar de los comentarios del Honorable señor Zaldívar.



En consecuencia, como estamos analizando la creación de muchos Fondos, simultáneamente —que se van viendo en forma sucesiva en la Sala, y se nos olvidan—, quiero volver a enfocar la lógica de esos instrumentos. 



En mi opinión, ellos tienen lógica. Sin embargo, cabe recordar que en la administración correspondiente al sector público central se aplica —todos los recursos del Estado se administran de la misma manera— el procedimiento establecido en la Ley de Administración Financiera del Estado, el que se materializa en el Presupuesto de la Nación. En este último, el Ejecutivo tiene una enorme influencia, ya que, como muy bien se sabe, el papel del Congreso para alterarlo es bastante mínimo. Por lo tanto, ahí hay un gran "Fondo", que año a año se discute al interior del Gobierno, y en donde se fijan las prioridades acerca de si es más importante Salud, Educación, Obras Públicas o Vivienda, lo que determina las asignaciones respectivas. Y ese gran plan nacional es sometido al Parlamento. 



Entonces, crear Fondos especiales, que son administrados en forma central por el sector público, realmente carece de sentido, máxime cuando se nutren, básicamente, de recursos del Presupuesto de la Nación. A mi juicio, el criterio para establecer Fondos no puede obedecer a que se trate de materias socialmente importantes, o socialmente útiles o necesarias, porque —repito—, en ese caso, me extraña mucho que no existan para aspectos tan relevantes como la vida humana: el de la mortalidad infantil, por ejemplo.



La creación de los Fondos responde al deseo de cambiar la lógica en la administración de los recursos; de que no se aplique el procedimiento general —la actuación del Ejecutivo, con la aprobación del Congreso—, sino un criterio especial. Por ejemplo, cuando se dispone una administración mixta, compartida por el Gobierno y el sector privado —como es el caso del Fondo de la Cultura—, eso no queda comprendido en la Ley de Presupuestos. También podría crearse un Fondo que estuviera incluido en dicho cuerpo legal, pero con una administración más descentralizada. Sin embargo, si se generalizara la práctica de establecer Fondos administrados por el Gobierno central, realmente significaría, a la larga, terminar con la Ley de Presupuestos y la Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado.



Da la impresión de que basta decir que el medio ambiente es algo importante para el país —comparto absolutamente esto último—, a fin de justificar la creación de un Fondo. A mi juicio, eso justifica la asignación de recursos —y para eso está la Ley de Presupuestos—, pero no la creación de un Fondo.



En consecuencia, antes de seguir creando Fondos, me gustaría mucho conocer la posición del Ejecutivo sobre el particular; si ellos se generan, simplemente, en forma casual, cuando a alguien se le ocurre, o existe un criterio general. Si la lógica es la de instituir Fondos para cosas útiles, insisto en que hay innumerables materias, tremendamente importantes, respecto de las cuales a nadie se le ha ocurrido crear un Fondo, y no quiero repetir los ejemplos.



Por eso, el hecho de continuar estableciendo Fondos administrados por el Gobierno central, y que, en definitiva, sólo debilitan la norma general, que es la Ley de Presupuestos —que se revisa anualmente y origina documentos públicos que son discutidos en forma extensa en el Congreso Nacional, durante los meses de septiembre, octubre y noviembre—no tiene sentido.



En definitiva, señor Presidente, pienso que el Fondo de Protección Ambiental no debiera crearse. Y si es útil y necesario proteger el medio ambiente —como el Senador que habla lo estima— el Gobierno debiera asignar para esa tarea recursos suficientes en la Ley de Presupuestos. Y si el día de mañana hay otra prioridad de más relevancia, deberá efectuar una reasignación. Ésa es la lógica de la distribución de los recursos del Estado.




He dicho.

El señor PAPI (Presidente accidental).— Han pedido la palabra los Senadores señores Zaldívar y Cantuarias.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, discrepo en forma absoluta de lo señalado por el Senador señor Piñera.



Desde luego, lo que corresponde discutir es lo que está aprobado. Y lo propuesto por la Comisión tiende, precisamente, a modificar lo que fue aprobado por la Cámara de Diputados. O sea, para nuestro raciocinio, tenemos que actuar sobre la base de lo dispuesto en el artículo 71 despachado por la otra rama del Parlamento.

El señor PIÑERA.— Que fue rechazado por el Senado.

El señor ZALDÍVAR.- No, Su Señoría. La Comisión propone rechazarlo.

El señor PIÑERA.— Eso es.

El señor ZALDÍVAR.— En el artículo 71, se determina una serie de ítem que formarán el Fondo.



He hecho presente que no es la primera oportunidad que se crea uno de estos instrumentos. Al respecto, el Senador señor Piñera expresa que los Fondos sólo pueden existir siempre que sean administrados en forma mixta, con participación tanto pública como privadas. Bueno, ése es su argumento. A mi juicio, la administración puede corresponder a entes privados, o públicos, o mixtos. En este caso, se trata de uno público: la Comisión Nacional del Medio Ambiente.



Además, el Honorable señor Piñera se confunde. Porque lo que dispone el artículo 69 de la Cámara no es que el Fondo —que será administrado por la Comisión Nacional y es creado en esta iniciativa— se traduce en la materialización de toda la labor que se encomienda, lo cual requiere las asignaciones presupuestarias correspondientes, sino que obedece al propósito de que se cumpla una misión especial: llevar a cabo la protección y reparación del medio ambiente a través de la inversión de los recursos respectivos, por la vía de promover proyectos o actividades que serán desarrollados por entes públicos o privados. Y el artículo 70 establece que cuando el monto de esos proyectos o actividades no exceda de 500 unidades de fomento la Comisión podrá efectuar libremente la selección, y que de superar esta cantidad se recurrirá a concurso público.



A mi juicio, la proposición de la Cámara de Diputados es absolutamente procedente y no destruye la Ley de Presupuestos.



Yo pregunto al Honorable señor Piñera si cuando votó a favor del proyecto que creó el Fondo de Fomento del Libro y la Lectura —también lo hice— estaba atentando contra ese cuerpo legal. Sin duda que no fue así, como tampoco cuando aprobamos la creación de otros fondos de tal naturaleza.



En tal sentido, ¿qué medida más destructora de la Ley de Presupuestos que la destinación de 10 por ciento de las ventas del cobre a un fondo administrado por las Fuerzas Armadas? Podemos estar de acuerdo o en desacuerdo con ella. Pero el hecho es que se ha legislado en esa materia.



Por tanto, no rasguemos vestiduras por algo que no procede.



El punto está en pronunciarnos en cuanto a si queremos o no que la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con recursos provenientes de multas que de otro modo irán a incrementar las arcas fiscales, de herencias, de donaciones, de asignaciones legales, etcétera, financie actividades o proyectos de los sectores público y privado en resguardo del medio.



Por tales razones, concuerdo con el criterio de la Cámara de Diputados y no con la interpretación tan ortodoxa del Honorable señor Piñera en materia presupuestaria.

El señor PAPI (Presidente accidental).— Tiene la palabra el Honorable señor Cantuarias.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, quiero participar en este debate —a mi juicio, de la mayor importancia— aportando algunos antecedentes que, al parecer, no han sido considerados, y, en lo posible, con la mayor brevedad, según me indica el señor Presidente.



Debemos pronunciarnos sobre la creación de un Fondo de Protección Ambiental, propuesta por la Cámara de Diputados, cuyos objetivos se detallan en el articulado.



Deseo referirme primero a la conformación de dicho Fondo.



En la Comisión hubo un debate bastante extenso y arduo sobre esta materia, y estimamos que sentaría un mal precedente el hecho de que parte de los recursos del Fondo estuviera constituida por el producto de multas aplicadas en virtud de las disposiciones de la ley en proyecto. Y consideramos que la medida equivaldría —con este símil no faltamos el respeto a nadie— a que las multas por infracciones del tránsito fueran, por ejemplo, a beneficio de Carabineros, lo que naturalmente dispondría negativamente a quienes pudieran ser sancionados.

El señor ZALDÍVAR.— ¿Le doy un ejemplo que contradice eso? La Ley de Alcoholes.

El señor PAPI (Presidente accidental).— Ruego al Honorable señor Zaldívar no interrumpir.

El señor CANTUARIAS.— Reconozco no ser muy experto en la Ley de Alcoholes. Así que concedo el beneficio de que otros sean más diestros en esa materia...

El señor ZALDÍVAR.— ¡Mal hecho que no conozca la Ley de Alcoholes!

El señor CANTUARIAS.— La conozco, señor Senador. Pero —como dije— no soy  experto en ella, y concedo que hay especialistas en la Ley de Alcoholes y en el consumo de alcoholes...

El señor ZALDÍVAR.— ¡Ese es un agravio, señor Senador! ¡Por favor, le pido que lo retire! Llegando a lo chistoso, no llega al fondo.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, me he hecho cargo de tres interrupciones...

El señor PAPI (Presidente accidental).— Ruego a Su Señoría no hacer alusiones de ese carácter.

El señor CANTUARIAS.— ...que no han sido solicitadas, que no he concedido y que, según entiendo, tampoco ha autorizado la Mesa.



En seguida, no he hecho alusión a nadie. De manera que si alguien se siente aludido, el problema es de él y no mío.



Por último, he estado tratando de referirme al tema en debate, que es la creación del Fondo de Protección Ambiental, que estimo inconveniente. Y ésta es la materia que importa.



No he pretendido ofender a nadie, y expreso mi propósito de no hacerlo. También podría estimar ofensivo que se me interrumpa cuando estoy haciendo uso de la palabra después de haber escuchado con toda atención a quienes me han precedido.



Reitero: me parece inconveniente que el producto de multas fijadas en una legislación que establece un ordenamiento y regulación nuevos se destine a un Fondo, por nobles que sean sus propósitos. Y señalé uno de los ejemplos que se dieron en la Comisión.



Por otro lado, la experiencia demuestra que muchos de los fondos existentes y creados por leyes que hemos despachado terminan agotando o consumiendo parte importante de los recursos en su propia administración, que implica contar con equipos, personal que efectúe las evaluaciones del caso, secretaría, infraestructura y gastos que, al final, impiden cumplir los propósitos perseguidos.



Por último, el objetivo consignado en el artículo 69 —uno de los que constituyen el Título V referente a la creación del Fondo— de "financiar total o parcialmente proyectos o actividades orientados a la protección o reparación del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la conservación del patrimonio ambiental", es una de las funciones —definidas en este mismo proyecto, ya aprobado en uno de sus trámites por este Senado— que la letra h) del artículo 67, que pasa a ser 73, entrega a la Comisión Nacional del Medio Ambiente: "Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental". En consecuencia, la posibilidad de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de financiar tales proyectos y actividades está consignada en el proyecto.



Por ello, nos sentimos complacidos de manifestar que no somos partidarios de la creación de un fondo cuyas infraestructura y administración consumirían parte de los ingresos, dado que el financiamiento de dichos proyectos y actividades es factible a través de la función que la letra señalada encomienda a la Comisión en referencia.



He dicho.

El señor PAPI (Presidente accidental).— Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación el Título V propuesto por la Cámara de Diputados, con los tres artículos relativos a la creación del Fondo de Protección Ambiental.



—(Durante la votación).
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, aparte lo ya expresado respecto de la improcedencia de dicho Fondo, quiero recalcar lo absurdo que resulta su creación atendido que la Comisión Nacional del Medio Ambiente está configurada en la iniciativa como un servicio descentralizado, con patrimonio y facultades para promover proyectos de investigación, llamar a concurso, etcétera.



En consecuencia, crear, además del patrimonio, un Fondo —sin perjuicio, naturalmente, de las asignaciones presupuestarias que deberán contemplarse en su oportunidad— resulta absurdo dentro del sistema.



Por esa razón, voto que no.

El señor GAZMURI.— Señor Presidente, voto a favor de la proposición de la Cámara, Y sólo quiero decir que sería una muy mala señal su rechazo. Creo que los fondos con fines específicos han demostrado ser un instrumento bastante conveniente para desarrollar iniciativas que interesan al país. Y la conservación del patrimonio ambiental constituye un objetivo nacional que concita el respaldo de todos los chilenos.



Por eso, sería inadecuado que, con argumentaciones que no se sostienen, rechazáramos la proposición, pues de alguna manera estaríamos desvalorizando el inmenso esfuerzo desplegado para consensuar un proyecto como éste, que pretende dar al tema ambiental una nueva dimensión en el desenvolvimiento de Chile, lo cual es indispensable por varias razones, entre otras las condiciones del desarrollo de la economía mundial y nuestra inserción en ella.



En consecuencia, estimo que, al margen de que el Estado podría financiar por otras vías iniciativas como ésta, la votación contraria a la creación del Fondo —por ser concursable, se permite la participación de distintos agentes y la selección de buenos proyectos—, si se llegara a producir, constituiría —como dije— una muy mala señal de este Senado en la materia que estamos tratando.

El señor JARPA.— Señor Presidente, el proyecto establece en el artículo 67, que pasa a ser 73, que corresponderá a la Comisión Nacional del Medio Ambiente "Financiar proyectos y actividades orientados a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental". Y el Título que se propone consigna en el artículo 69 que el objeto del Fondo de Protección Ambiental será el de "financiar total o parcialmente proyectos o actividades orientados a la protección o reparación del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o la conservación del patrimonio ambiental". Es decir, ambas disposiciones son prácticamente iguales.



En consecuencia, quedémonos con uno de esos organismos, a los cuales se han asignado las mismas funciones.



Por tal razón, voto que no.

El señor RÍOS.— Señor Presidente, contrariamente a lo señalado por el Honorable señor Gazmuri —Su Señoría no se encuentra en la Sala en este momento—, en todos los ámbitos propios de la Administración del Estado la creación de fondos como éste ha derivado en una gestión que no ha sido exitosa, sobre todo en las áreas de trascendencia nacional y donde concurren todos los organismos públicos y privados al cumplimiento de la normativa correspondiente.



En lo que atañe a la protección del medio ambiente, hay consenso en los diversos sectores: educación, cultura, salud, agricultura, industria, pesca, minería, en fin, todos los rubros básicos de la producción.



Cuando la ley crea un fondo, la solución de todos los problemas se supedita habitualmente a él; y ello resulta, a mi juicio, negativo. Es preferible —y mucho más importante— recurrir a la Ley de Presupuestos de la Nación para los efectos de desarrollar una normativa que prevé la participación de muchos Ministerios y servicios del país.



Hace algunas horas discutimos un tema parecido en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, vinculado a un fondo para el desarrollo comunitario, en circunstancias de que éste se expresa a través de todos los organismos municipales y no sólo de parte de ellos.



Entonces, todo esto se va minimizando, hasta debilitar en extremo una actividad tan importante como el resguardo del medio ambiente.



Voto por el criterio del Senado.

El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, votaré favorablemente la proposición de la Cámara de Diputados porque no hay contradicción entre la declaración de principios de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y los objetivos del Fondo, ya que, según lo dispuesto en el artículo 69, aquélla tendrá a su cargo la administración de éste. O sea, dicho Fondo no tiene una administración separada de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y, por lo tanto, es natural que respecto de aquél se reiteren elementos básicos que conforman a ésta.



Además, si bien es cierto que en la Ley de Presupuestos se establecen partidas para distintas actividades, no lo es menos que, para cumplir esta función en forma eficiente, la Comisión Nacional del Medio Ambiente necesita de cierta cantidad de recursos especiales, que precisamente esta iniciativa se los proporciona. Lo anterior, hace razonable el establecimiento de este Fondo de Protección Ambiental.



Por lo expuesto, voto a favor de la enmienda planteada por la Cámara de Diputados.

El señor VALDÉS (Presidente).— No voto por estar pareado con el Honorable señor Alessandri.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, el Senador señor Alessandri aceptó parearse en esta fase con la Honorable señora Freí, quien se encuentra fuera del país. Por lo tanto, el señor Presidente tendría derecho a votar.

El señor VALDÉS (Presidente).— Entonces, voto que sí.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).—



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada la votación.



—Se rechazan los artículos 69, 70 y 71 (13 votos contra 10 y 8 pareos).


Votaron por la negativa los señores Cantuarias, Cooper, Feliú, Fernández, Jarpa, Larre, Martin, Mc-Intyre, Piñera, Prat, Ríos, Siebert y Thayer.



Votaron por la afirmativa los señores Díaz, Gazmuri, Hormazábal, Lavandero, Páez, Papi, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Valdés y Zaldívar.



No votaron, por estar pareados, los señores Alessandri, Huerta, Letelier, Pacheco, Palza, Romero, Urenda y Vodanovic.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El artículo 66 ha pasado a ser 72, sin modificaciones.



En la letra d) del artículo 67 que ha pasado a ser 73, se agrega, a continuación de la palabra "ambiental", las expresiones "desglosada regionalmente".



Esta enmienda fue acordada por la unanimidad de la Comisión.



—Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que 29 señores Senadores emitieron pronunciamiento favorable.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En la letra g) del mismo precepto, se ha eliminado el vocablo "técnica".



Esta enmienda fue acogida por la unanimidad de la Comisión.



—Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que 29 señores Senadores emitieron pronunciamiento positivo.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En el inciso primero del artículo 68, que ha pasado a ser 74, se intercala, entre las palabras "Agricultura," y "Salud," "Bienes Nacionales,".



Esta enmienda fue aceptada por mayoría de votos en la Comisión. Su aprobación en la Sala requiere de quórum de ley orgánica constitucional.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a los señores Senadores, se aprobaría con la misma votación anterior.

El señor CANTUARIAS.— No, señor Presidente. En la Comisión me opuse a esta norma, pronunciamiento que ahora mantengo.

El señor SIEBERT.— La verdad es que no vemos la razón para incluir un nuevo Ministro en el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Por eso, concuerdo con la posición de la minoría de la Comisión. Anuncio mi voto en contra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Pacheco.

El señor PACHECO.— Señor Presidente, la mayoría estuvo por ampliar la integración con el Ministro de Bienes Nacionales. El Presidente electo ha manifestado interés en que dicho Secretario de Estado también participe en el Consejo Directivo de la CONAMA. Ésa fue la razón tenida en vista por el Ejecutivo para proponer esta disposición. Pido que sea aprobada.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el señor Cantuarias.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, no tenía intención de intervenir en esta materia, pero, como en la Versión Taquigráfica va quedando constancia de la historia fidedigna de la ley, me veo en la obligación de hacerlo.



En mi opinión, el proyecto y el criterio del Ejecutivo sobre este punto está bastante bien establecido en el mensaje y en lo que aprobó el Senado en su oportunidad, como se comprueba en el texto del artículo 68, que ha pasado a ser 74.



Pues bien, nos hemos impuesto no de opiniones del actual Presidente de la República o del Mandatario electo, sino de una controversia acerca de la aspiración de establecer funciones distintas para un Ministerio y sobre algunos nombramientos, lo que es enteramente diferente de los criterios técnicos sostenidos en su oportunidad para establecer la integración ministerial del Consejo Directivo de la CONAMA. Como los criterios han dejado de ser técnicos —siguen siendo legítimos si son políticos, pero tienen otro carácter— y las opiniones que hemos escuchado se vinculan con una controversia que se ventiló por los diarios, quiero precisar que me parece razonable lo sostenido oportunamente por el Ejecutivo acerca de la composición del Consejo Directivo. 



Por lo tanto, me opongo a la modificación introducida por la Cámara de Diputados que incorpora a la composición de ese Consejo a un Ministro —el de Bienes Nacionales— cuya Cartera no tiene ninguna competencia en asuntos ambientales. Tal vez se justificaría mucho más la presencia de otros Secretarios de Estado, parte de cuyos servicios sí tienen competencia en materias ambientales. 



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Advierto que la aprobación de esta enmienda exige quórum orgánico constitucional.

El señor PIÑERA.— Esta norma no tiene rango de ley orgánica constitucional.

La señora FELIÚ.— En realidad, no lo es.

El señor VALDÉS (Presidente).— Según el criterio de la Cámara de Diputados y de la Comisión sí lo es.

El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, ¿podría alguien explicar por qué la aprobación de esta enmienda requiere de este quórum especial?

El señor GAZMURL— ¿Por qué es de quórum orgánico constitucional?

El señor RUIZ (don José).— Nadie sabe la razón en que se funda tal calificación.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, la verdad es que la Cámara de Diputados aprobó determinadas disposiciones con quórum de ley orgánica constitucional. El segundo informe dejó constancia de ello, pero la Comisión no se pronunció; es decir, no emitió opinión sobre el particular.



En cuanto al fondo, en mi opinión esta materia no es de quórum de ley orgánica. No hay razón alguna para que lo sea. Ése es mi planteamiento.

El señor VALDÉS (Presidente).— Entonces, ¿por qué la Comisión lo estimó así?

El señor PACHECO.— La Comisión no se pronunció, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— He sido informado por la Secretaría de la Comisión de que la Comisión lo estimó así.

El señor GAZMURI.— Está equivocada o es...

El señor VALDÉS (Presidente).— Entonces, hay un error de información.

El señor GAZMURI.— ...un error de información.

El señor PIÑERA.— Señor Presidente, voté favorablemente la idea de que el Ministro de Bienes Nacionales integre el Consejo Directivo por varias razones. Como muy bien me informó el Honorable señor Ríos, quien es muy versado en materias de gobierno interior, el Ministerio de Bienes Nacionales es el administrador de todos aquellos bienes pertenecientes al patrimonio público que no están asignados en administración a un ente especializado, y que, como tal, le corresponde la tuición de una parte importante de territorios situados en la Undécima y Duodécima Regiones y de otros muchos más. En consecuencia, desde ese punto de vista, existen razones para que integre dicho Consejo.



En segundo lugar, son tantos los Ministros que participan en su conformación que habría que encontrar razones para los que no están.



Por último, sería la única mujer en el Consejo Directivo, y la sensibilidad femenina tiene mucho que ver con la protección del medio ambiente.

El señor VALDÉS (Presidente).— El Honorable señor Piñera ha dado buenas razones.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En la página 3 del informe de la Comisión se dice: "Se deja constancia que de acuerdo al criterio adoptado por vuestra Comisión, consignado en los informes precedentes" —se refiere al primer y al segundo informes— "serían materia de ley orgánica constitucional y deberían ser votadas con el quórum requerido por la Carta Fundamental para las leyes revestidas de este carácter, las modificaciones recaídas en los artículos "68, inciso primero," que ha pasado a ser 74.

El señor RUIZ (don José).— Sabemos eso, pero desconocemos por qué es de quórum de ley orgánica. ¿Cómo no va a haber algún especialista en la Sala que pueda informarnos?

El señor VALDÉS (Presidente).— La Comisión que estudió la materia lo consideró así, según consta en el informe.

El señor GAZMURI.— Pero hay señores Senadores que han planteado que no es de ese quórum.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, rectifico lo que planteé.



En verdad, cuando elaboramos el informe no examinamos este punto. La Secretaría de la Comisión acaba de explicar que no lo hizo presente ahora porque ya se había planteado en el primer informe.



La razón por la cual en este caso se exigiría quórum de ley orgánica constitucional reside en que el órgano máximo de la administración de la Comisión Nacional del Medio Ambiente es plural y no una sola persona. Y esa situación se dio —si mal no recuerdo— en la Ley de Pesca, respecto de la cual el Tribunal Constitucional determinó que, si el órgano máximo de administración de un servicio de la Administración del Estado era colegiado y no singular, la aprobación de la norma correspondiente requería quórum de ley orgánica constitucional.



Ésas son las razones que cabría señalar, después de revisar los informes anteriores y la explicación de la Secretaría.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, ¿cómo opera el quórum?

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Se exige un quórum especial para aprobar la modificación de la Cámara de Diputados.

El señor ALESSANDRI.— Es decir, que si no se reúne, la enmienda se entiende rechazada.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Así es, señor Senador.

El señor VALDÉS (Presidente).— En estos momentos se encuentran presentes en la Sala 28 señores Senadores. De lo que se ha expresado durante el debate, habría 27 votos a favor, y han manifestado su oposición los Senadores señores Cantuarias y Prat.

El señor ALESSANDRI.— Estoy pareado, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— No existen los pareos cuando se trata de una disposición que requiere quórum de ley orgánica constitucional, señor Senador.



En votación.



—(Durante la votación).
El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, no veo inconveniente en que otro Ministro más integre el Consejo Superior de la CONAMA; de manera que voto a favor de la modificación de la Cámara de Diputados.

El señor GAZMURI.— Señor Presidente, apruebo la enmienda por las mismas razones señaladas por el Senador señor Piñera.



Asimismo, quiero expresar que esta materia fue planteada en la Comisión hace ya bastante tiempo. Además, creo que es absurdo dejar fuera a un Ministro cuya función es velar por el patrimonio público, que en este país es muy grande.



Voto que sí.

El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, voy a pronunciarme favorablemente por el criterio de la Cámara de Diputados. Sin embargo, quiero manifestar mis dudas acerca de que su aprobación exija quórum de ley orgánica constitucional.



Y, al respecto, ¿qué dice el artículo 28 de la ley N° 18.575, Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado? "Los servicios públicos estarán a cargo de un jefe superior denominado Director,". El inciso final expresa: "En circunstancias excepcionales la ley podrá establecer consejos u órganos colegiados en la estructura de los servicios públicos con las facultades que ésta señale, incluyendo la dirección superior del servicio.".



Además, sólo las normas legales a las cuales la Constitución confiere el carácter de ley orgánica constitucional requieren, para su aprobación, el quórum especial correspondiente. O sea, en esta materia no cabe interpretación. Y en la Carta Fundamental no se indica que un precepto como el que ahora se discute tenga rango orgánico constitucional, ni tampoco el mencionado artículo 28 de la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado alude a una ley de ese tipo, sino que simplemente se refiere a que "En circunstancias excepcionales la ley podrá establecer consejos u órganos colegiados", etcétera. Es decir, cualquier ley puede determinar una excepción, como la que analizamos ahora. Y no porque en alguna oportunidad el Tribunal Constitucional, en mi concepto erróneamente, se haya pronunciado en esta materia sus dictámenes pueden considerarse siempre como jurisprudencia, por cuanto perfectamente pueden ser erróneos y merecer modificaciones posteriores.



En consecuencia, quiero salvar en mi voto el sentido de que es extraordinariamente dudosa la interpretación de que la aprobación de esta enmienda requiera quórum de ley orgánica constitucional.



Voto que sí.

El señor RÍOS.— Señor Presidente, la norma que votamos es el principio o el puente para que la dirección superior de la CONAMA, a cargo de este Consejo Directivo, sea presidida —éste es mi punto de vista— por el Ministro de Bienes Nacionales y no por el de Secretaría General de la Presidencia. Entiendo que en La Moneda de repente puedan existir problemas ambientales; pero, en definitiva, en lo que a los aspectos propios del país se refiere, el Ministerio de Bienes Nacionales tiene algún grado de responsabilidad. Y como considero que ésta debería ser todavía mayor, estimo que esta norma podría funcionar en torno de él.



En consecuencia, voto favorablemente.



Además, creo que uno de los bienes nacionales más importantes en la actualidad es, y será en el futuro, precisamente el del medio ambiente.



Voto a favor.

La señora SOTO.— Señor Presidente, no hay ninguna duda de que la tuición del medio ambiente corresponde al Ministerio de Bienes Nacionales. Y, por lo tanto, al igual que el Senador señor Ríos, pienso que el Consejo Directivo de la CONAMA debería ser presidido por el Ministro de Bienes Nacionales. Y puesto que no se ha determinado de esa forma, al menos su titular debe integrar el grupo de Ministros que componen dicho Consejo Directivo.



Voto que sí.

El señor THAYER.— Señor Presidente, acojo la proposición de la Cámara de Diputados, aunque pienso que la integración de ese Consejo es excesiva. Perfectamente habrían bastado dos o tres Ministros; sustancialmente el de Economía, que impulsa el desarrollo; el de Salud, que cuida que el desarrollo no perjudique la salud; el de Planificación y Cooperación, y, seguramente, el Ministro Secretario General de Gobierno —o el del Interior— que lo presida. El gran número de Ministros no da ninguna utilidad al Consejo Directivo. Empero, sería una exclusión injusta la del Ministro de Bienes Nacionales.



Por eso, voto a favor.

El señor URENDA.— Señor Presidente, teniendo presente lo explicado por el propio Ministro señor Boeninger, en el sentido de que este Ministerio no tiene facultad alguna para conocer estas materias, y pensando que, si se desea alterar la normativa, es bueno hacerlo en una forma completa y orgánica, voto que no.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor COOPER.— Señor Presidente, comparto plenamente lo señalado por el Senador señor Urenda.



Voto que no.



—Se aprueba la modificación de la Cámara de Diputados al artículo 68, inciso primero (28 votos contra 6).


Votaron por la afirmativa los señores Alessandri, Díaz, Feliú, Frei (don Arturo), Gazmuri, Hormazábal, Huerta, Jarpa, Larre, Lavandero, Letelier, Martin, Mc-Intyre, Navarrete, Núñez, Pacheco, Páez, Palza, Papi, Piñera, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Soto, Thayer, Valdés, Vodanovic y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Cantuarias, Cooper, Fernández, Prat, Romero y Urenda.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En la letra a) del artículo 69, que pasó a ser 75, la Cámara de Diputados sustituyó la referencia al "artículo 67" por otra al "artículo 73" y en su letra l) ha reemplazado la referencia al "artículo 20" por otra al "artículo 21".



—Se aprueban.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El artículo 70 ha pasado a ser 76, sin enmiendas.



El artículo 71 pasó a ser 77, sin modificaciones.



El artículo 72 ha sido suprimido. Esta enmienda fue rechazada por la unanimidad de la Comisión.



—Se rechaza.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El artículo 73 pasó a ser 78, sin modificaciones.



En la letra j) del artículo 74, que ha pasado a ser 79, se cambia la referencia al "artículo 78" por otra al "artículo 83", y en su letra l), se reemplaza la referencia al "artículo 20" por otra al "artículo 21".



—Se aprueban.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El artículo 75 pasó a ser artículo 80, sin enmiendas.



En la letra a) del inciso primero del artículo 76, que pasó a ser 81, la Cámara de Diputados ha intercalado, a continuación de la palabra "científicos", las expresiones "especializados en medio ambiente".



La Comisión rechazó esta modificación por la unanimidad de sus miembros.



—Se rechaza.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— A continuación, se agregaron en el mismo artículo 76 las siguientes letras b) y c), nuevas, pasando las actuales b), c) y d) a ser d), e) y f), respectivamente:



"b) Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección del medio ambiente;



c) Dos representantes de centros académicos independientes que estudien o se ocupen de materias ambientales;".



La enmienda fue aprobada por la unanimidad de la Comisión, y para su aprobación se requiere quórum de ley orgánica constitucional.



—Se aprueba la enmienda, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que concurrieron con su voto favorable 29 señores Senadores.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El artículo 77 pasó a ser 82, sin modificaciones.



El artículo 78 pasó a ser 83, sin enmiendas.



En el inciso primero del artículo 79, que pasó a ser 84, se sustituye la referencia al "artículo 68" por otra al "artículo 74".



—Se aprueba.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— A continuación, se han intercalado los siguientes artículos 85 y 86, nuevos:



"Artículo 85.— En cada Región del territorio nacional habrá un Consejo Consultivo Regional del Medio Ambiente, integrado por:



"a) Dos científicos especializados en medio ambiente;



"b) Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro que tengan por objeto la protección o estudio del medio ambiente;



"c) Dos representantes del empresariado;



"d) Dos representantes de los trabajadores, y



"e) Un representante del Presidente de la República.



"Los consejeros serán nombrados por el Intendente Regional a proposición en nómina de las respectivas organizaciones o sindicatos más representativos de la región. Respecto de los científicos, éstos serán propuestos por las universidades o institutos profesionales establecidos en la región; si no las hubiere, los designará libremente el Intendente. Los consejeros durarán en sus funciones por un período de dos años, el que podrá prorrogarse por una sola vez. Un reglamento establecerá el funcionamiento de estos Consejos.".



El artículo 86, nuevo, es del siguiente tenor:



"Artículo 86.— Corresponderá al Consejo Consultivo Regional absolver las consultas que le formule la Comisión Regional del Medio Ambiente y ejercer todas las demás funciones que le encomiende la ley.".



La intercalación de estos preceptos fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión.



—Por unanimidad y sin debate, se rechaza la intercalación de los artículos 85 y 86, nuevos, efectuada por la Cámara de Diputados.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Los artículos 80, 81, 82, 83 y 84 han pasado a ser 87, 88, 89, 90 y 91, respectivamente, sin enmiendas.



A continuación, la Cámara de Diputados consulta el siguiente artículo 92, nuevo:



"Una ley especial creará una procuraduría ambiental, cuyo objeto será la defensa del medio ambiente mediante el ejercicio de las acciones judiciales pertinentes.".



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó rechazar el precepto introducido por la Cámara Baja.



—Se rechaza.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En el artículo 85, que ha pasado a ser 93, la otra rama del Parlamento intercaló en la Planta de Directivos, después del término "duración", la frase "o grado académico de licenciado", y en la de Profesionales eliminó la expresión "Magíster o Doctor,".



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, sugiere rechazar ambas enmiendas.



—Se rechazan.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).-
En cuanto al artículo 86, la Cámara Baja lo desechó.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, se pronunció en contra de lo obrado por aquélla.



—Se rechaza la enmienda.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Los artículos 87 y 88 han pasado a ser 94 y 95, respectivamente, sin modificaciones.



En relación a los artículos transitorios, en el 1° la Cámara de Diputados ha reemplazado la referencia al "artículo 13" por otra al "artículo 14"; en el 2°, inciso tercero, ha sustituido la hecha al "artículo 80" por otra al "artículo 87"; en el 3° ha cambiado la referencia al "artículo 48" por otra al "artículo 51", y en el 4° ha reemplazado el guarismo "1993" por "1994", todas las veces que aparece en el texto.



Esta última enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión.



—Se aprueban unánimemente.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En el artículo 5° transitorio, la Cámara Baja ha sustituido el año "1993" por "1994", modificación aprobada por consenso en la Comisión.



—Se aprueba.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Por último la Cámara de Diputados agregó el siguiente artículo 7° transitorio, nuevo:



"A contar de la fecha de promulgación de la presente ley, la Comisión Nacional del Medio Ambiente creada en su Título Final será, por el solo ministerio de la ley, la continuadora y sucesora legal en todos los bienes, derechos y obligaciones que correspondan al Ministerio de Bienes Nacionales en virtud de los actos administrativos o contratos dictados o suscritos con ocasión de lo dispuesto en el decreto supremo N° 240, de 5 de junio de 1990, que crea la Comisión Nacional del Medio Ambiente y regula sus funciones, modificado por decreto supremo N° 544, de 9 de octubre de 1991, ambos del citado Ministerio.".



Esta norma la aprobó la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión.



—Se aprueba unánimemente.
El señor PACHECO.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PACHECO.— En mi calidad de Presidente de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y en nombre de sus integrantes, agradezco al Honorable Senado el extraordinario esfuerzo desplegado, que ha hecho posible el despacho del proyecto. Ahora deberá pasar a Comisión Mixta, la que será citada para el día de mañana, dado que la Cámara de Diputados celebrará sesión y podrá designar a los miembros que la representarán en aquélla. Así, la Comisión Mixta podría funcionar en la tarde, y trataremos de hacer lo posible por despachar la iniciativa.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, el referido organismo técnico estará integrado, por parte de esta Corporación, por los señores Senadores miembros de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Acordado.



Queda despachado el proyecto en este trámite.

CREACIÓN DE TRIBUNALES Y DE CARGOS EN CORTES DE APELACIONES Y JUZGADOS DE LETRAS
El señor VALDÉS (Presidente).— Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar a continuación el proyecto, en segundo trámite constitucional, que crea juzgados y cargos que indica, y modifica composición de las Cortes de Apelaciones que señala, el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.776, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda y urgencia calificada de "Suma".



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16a, en 23 de noviembre de 1993.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 25a, en 18 de enero de 1994.


Hacienda, sesión 25a, en 18 de enero de 1994.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia en su informe de que los artículos 1° al 19, inclusive; 26, letras a) y b); 27, letras a), b) y c); 28, letras a), b) y c); 29, letras a), b) y c); 30, letras a), b) y c); 31; 32, y 1° y 2° transitorios de la iniciativa versan sobre materias propias de ley orgánica constitucional, por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, por lo cual requieren para su aprobación el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.



Asimismo, hace constar que se consultó la opinión de la Excelentísima Corte Suprema, la que hizo saber su parecer favorable al proyecto mediante oficio N° 816, de fecha 2 de junio de 1993.

El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión general el proyecto.

El señor PACHECO.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PACHECO.— La iniciativa en análisis considera el establecimiento de veinte nuevos juzgados de letras en diferentes Regiones del país, dispone la creación de nuevos cargos en algunas Cortes de Apelaciones y juzgados de letras y modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.776, adecuándolos a las disposiciones propuestas.



El proyecto se basa en estudios efectuados por el Ministerio de Justicia y en los planteamientos de las distintas Cortes de Apelaciones y de autoridades políticas y administrativas que han hecho presente la urgente necesidad de él. El movimiento de causas registrado durante los años 1990 y 1991 justifica plenamente continuar el proceso de establecer nuevos tribunales. Para la formulación de la iniciativa se ha tenido en cuenta, asimismo, la investigación realizada por la Universidad Católica de Valparaíso.



Cabe señalar que la creación de los juzgados y de cargos de personal superior en cinco Cortes de Apelaciones del país se inserta en las previsiones contempladas en los artículos 27 y 61 del Código Orgánico de Tribunales.



En lo medular, el proyecto versa sobre las siguientes materias: primero, se crean, seis juzgados de letras de menores —uno en Antofagasta, Talca, Temuco y Castro, y dos en Santiago—; trece juzgados de letras con competencia común (en Calama, Copiapó, Caldera, Coquimbo, Quintero, Colina, Puente Alto, Peñaflor, Buin, Rengo, Los Muermos, Quellón y Punta Arenas), y uno de letras en lo civil en Talcahuano. Es pertinente destacar que con ellos se habrán instalado 43 nuevos juzgados de letras en los tres últimos años.



En segundo término, se fijan las plantas de personal de dichos juzgados y se crean dos nuevos cargos en el de letras de Tocopilla.



En tercer lugar, se establecen cargos de Ministros, Fiscales, Relatores y personal de secretaría en las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua y Concepción.



Por último, se modifican el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.776, que dispuso la adecuación del Poder Judicial a la regionalización, para concordarlos con los cambios precedentemente señalados.



La Comisión coincidió con los objetivos del proyecto; le dio su aprobación en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Fernández, Letelier y Otero y el Senador que habla, y recomienda a la Sala hacer otro tanto.



He dicho.

El señor HORMAZÁBAL.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, sólo para agradecer la gestión del señor Ministro de Justicia sobre el particular, y recordar que cuando diversos Parlamentarios nos acercamos a plantearle la situación de la justicia en las Regiones que representamos, recibió nuestra inquietud y la plasmó en esta iniciativa, cumpliendo una vez más su palabra.

El señor SIEBERT.— ¿Me permite, señor Presidente?



En el mismo sentido de lo señalado por el Senador señor Hormazábal, deseo exponer al señor Secretario de Estado, presente en la Sala, el problema relativo a la creación de un juzgado de menores en Castro. El señor Ministro está enterado del tema, pues se lo di a conocer, y me gustaría que traspasara como una herencia al nuevo Régimen la inquietud existente en Chiloé en torno de la instalación de dicho tribunal.



Me explico: quienes están relacionados con la justicia y los abogados que integran el Colegio de la Orden en la zona de Chiloé han hecho notar que habría sido preferible crear un segundo juzgado de letras con competencia común en la ciudad de Castro, dado que las causas de menores son muy pocas y no superan el 5 por ciento del total de alrededor de 5 mil. Además, el que se pretende instalar en Quellón atenderá aproximadamente el 7 por ciento de esa cifra global.



Por consiguiente, deseo comprometer la buena voluntad del Ministerio de Justicia en el sentido de que estudie el caso y busque solución a las inquietudes planteadas por los habitantes de Chiloé.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).— Efectivamente, el Honorable señor Páez hizo presente en la Comisión la misma preocupación planteada por el Senador señor Siebert.



Cuando se estudió la creación de un tribunal para la isla de Chiloé, había tres opciones: una, instalar uno nuevo, de competencia mixta; otra, establecer un juzgado laboral —como pedía la Central Unitaria de Trabajadores—, y una tercera, uno de menores, pues, en visitas realizadas por personal del Ministerio a mi cargo y por la información del Secretario Regional Ministerial respectivo, se había comprobado que la parte relativa a menores del tribunal requería una atención que precisaba de especialización.



Sobre esas bases, planteamos a la Corte Suprema la posibilidad de establecer uno de menores en la zona. Y el Alto Tribunal —como señaló el señor Secretario del Senado—, por oficio N° 816, de 2 de junio de 1993, aprobó la creación de juzgados en los términos propuestos en el proyecto del Ejecutivo.



Posteriormente, con fecha 14 de enero del año en curso, recibimos una nota del alcalde y de los consejeros de Castro, en la cual hacen ver la conveniencia de efectuar un cambio en el sentido de instalar un tribunal de competencia mixta.



A nuestro juicio, tal creación debe tenerse en cuenta para 1994-1995, dentro del plan quinquenal. Y hemos optado por un juzgado de menores precisamente por el diagnóstico realizado por especialistas del Ministerio en el terreno mismo, que aconsejó su instalación en la isla. El tribunal especializado en aquéllos está servido por un juez de menores, el que debe cumplir requisitos adicionales a los de todo magistrado y, en consecuencia, puede desarrollar una justicia más completa, más protectora hacia los menores.



En todo caso, la inquietud planteada por Sus Señorías deber ser tenida en cuenta para el período 1994-1995, y me encargaré de hacerla presente a la señora Ministra de Justicia del próximo Gobierno.



Ésa es la justificación del problema planteado.

El señor ROMERO.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor ROMERO.— Señor Presidente, durante la discusión del proyecto en la Comisión de Hacienda hicimos presentes, respecto de la creación de distintos juzgados, los requerimientos en este aspecto de la zona de Puchuncaví y Quintero, que en la actualidad tienen que ser atendidos prácticamente en Quillota. La falta de un juzgado de letras obliga a los habitantes de esos sectores a recorrer grandes distancias para realizar sus trámites en este sentido. El número de causas y la distancia justificaron plenamente la solicitud —posteriormente aprobada— de instalar el juzgado de letras en Quintero.



Sin embargo, para nosotros, en la Quinta Región, es esencial contar con una Corte de Apelaciones en San Felipe. Hemos planteado esta aspiración al señor Ministro de Justicia, quien consultó sobre el particular a un organismo especializado. Al respecto, debemos destacar que, hoy día, este tipo de proyectos viene avalado y fundado en estudios técnicos del mejor nivel, como son los realizados por el CEAL, de la Universidad Católica de Valparaíso. Celebro y agradezco que el señor Ministro haya planteado el tema al CEAL, y que esta entidad, en principio, haya expresado su aprobación a la idea de la Corte de Apelaciones de San Felipe.



Ese tribunal vendría a solucionar un problema muy serio, porque la provincia de Aconcagua, que comprende las comunas de Los Andes y San Felipe, se sitúa a una distancia que tarda alrededor de dos horas recorrer, por la situación vial hoy día existente en los caminos interiores de la Quinta Región. Y ello, naturalmente hace muy difícil el trabajo de los abogados, y también el acceso a la justicia en segunda instancia.



Deseo solicitar al señor Ministro que confirme en la Sala del Senado este planteamiento respecto de la creación de la Corte de Apelaciones de San Felipe, porque me parece que sería del mayor interés que ese sector, tan alejado de Valparaíso, tuviese claridad y certeza en cuanto a lo que estoy señalando.



He dicho.

El señor CUMPLIDO (Ministro de Justicia).— Efectivamente, señor Presidente, el Ministerio a mi cargo y las entidades que participan con sus informes técnicos sobre la materia han realizado estudios al respecto. Y la conclusión a que se llega es la necesidad de crear tres Cortes de Apelaciones: una en San Felipe, otra en Osorno y otra en Los Ángeles. De manera que los estudios pertinentes serán puestos a disposición del nuevo Gobierno para que los tenga en consideración al programar la inversión 1994-1995 correspondiente al plan quinquenal.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



—Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto y, por no haberse formulado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron voto favorable 26 señores Senadores.
ELECCIÓN DE RECTOR EN UNIVERSIDADES ESTATALES
El señor VALDÉS (Presidente).— Corresponde ocuparse en el proyecto de ley que modifica los estatutos de las universidades estatales en materia de elección de rector y establece normas para la adecuación de los mismos.



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 20a, en 5 de enero de 1994.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 24a, en 13 de enero de 1994.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Este proyecto, en primer trámite constitucional y originado en mensaje del Ejecutivo, cuenta con el informe de la Comisión de Educación y Cultura, que lo aprobó en general y en particular. Está calificado de "Suma Urgencia".

El señor VALDÉS (Presidente).— En la discusión general, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VALLADARES (Ministro de Educación subrogante).— Señor Presidente, esta iniciativa del Ejecutivo tiene por objeto normalizar institucionalmente las universidades estatales a través de la modificación de sus estatutos y del establecimiento de normas para la adecuación permanente de ellos.



Consta de tres artículos. En lo principal, busca consagrar explícitamente la participación de los académicos en el proceso de designación del rector, ya que ninguno de los estatutos orgánicos vigentes de las universidades estatales —salvo el de la de Chile— contempla este principio.



El reglamento que dicte el organismo colegiado superior determinará, según lo dispone el texto en comento, la ponderación del voto de los académicos, atendiendo a la jerarquía y al tipo de jornada que desarrollen.



Más adelante, el proyecto señala quiénes pueden postular al cargo de rector, estableciendo, finalmente, un sistema de elección con votación directa de la comunidad académica respectiva. De todas formas, se dispone que el rector deberá contar con la mayoría de los sufragios emitidos. Por lo tanto, si a la elección se presentaren más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuviere dicha mayoría, se procederá a una nueva elección entre los dos que hubieren obtenido las más altas mayorías relativas.



Para culminar este proceso, el rector será nombrado por el Presidente de la República.



La misma norma deroga expresamente diversas disposiciones estatutarias de las universidades del Estado, las que perderán vigencia una vez promulgada esta legislación. Todo eso, sobre el artículo 1°.



Por el artículo 2° se faculta al Presidente de la República para efectuar la adecuación de los estatutos de las universidades afectadas. Y en el 3° se señalan los contenidos de las normas estatutarias de los planteles de educación superior.



Ése es el proyecto presentado por el Ejecutivo.



Como señalé antes, con esta iniciativa se busca restablecer el principio de que en las instituciones universitarias estatales, en la medida en que vayan recobrando su autonomía, sea la misma comunidad académica la que elija a sus autoridades. De este modo culmina la normalización institucional que el Gobierno ha aplicado en los últimos años para el desarrollo y la modernización de estos planteles.



El texto recoge acuerdos, consensos con los rectores de esas casas de estudios superiores, cuyos criterios de algún modo están en él reflejados.



Es cuanto quería expresar, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Cantuarias.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, este proyecto persigue dos objetivos distintos. Uno, la adecuación y modificación de los estatutos de las universidades estatales en materia de elección de rectores, y otro, establecer normas con el mismo fin.



Lo que justificaba la calificación de "Suma Urgencia" que se le asignó era el hecho de que el proceso de elección de rectores en algunas universidades está prácticamente en condiciones de iniciarse en marzo o abril próximos. En consecuencia, era muy necesario que esta materia (tratada por el Consejo de Rectores), con el acuerdo del Ejecutivo; fuera objeto de un tratamiento urgente a fin de que las nuevas autoridades sean designadas de acuerdo al procedimiento propuesto.



La iniciativa contemplaba, además, otros aspectos, tocantes a delegar en el Presidente de la República la facultad para modificar los estatutos de las mencionadas universidades, a proposición de éstas y de sus organismos colegiados, que a la vez recibían una propuesta del rector.



Y el artículo 3° establecía un conjunto de requisitos o de contenidos mínimos de los nuevos estatutos.



La Comisión estimó, sin embargo, en un primer análisis, que la urgencia en tratar la iniciativa se justificaba apenas respecto de la elección de rectores. En efecto, se encuentra en trámite en el propio Senado otro proyecto (boletín 1.106-04), llamado de Autonomía de las Universidades Estatales y relacionado con sus estatutos, que establece un régimen especial para esas entidades. Tiene por objeto facilitar el ejercicio de su autonomía, ámbito en el que caben las consideraciones sobre los artículos 2° y 3° del texto en debate.



En consecuencia, debe quedar claro que, del proyecto del Ejecutivo, sólo estamos tratando lo relativo al artículo 1°, dividido en dos numerales, mediante los cuales se adecúa la elección de rectores de las universidades estatales al nuevo mecanismo planteado. Y las materias contenidas en los artículos 2° y 3° se verán al discutir el proyecto sobre Autonomía de las Universidades (también con calificación de urgencia), criterio que, por lo demás, compartió el Gobierno.



Respecto de la elección de rector, en el informe que obra en poder de los señores Senadores se explica el desarrollo de ese proceso. Y, complementando lo señalado al respecto por el señor Ministro de Educación, puedo agregar lo siguiente. En él podrán participar los académicos jerarquizados de la universidad con un año, a lo menos, de antigüedad en ella.



El voto —quienes eligen son los académicos— será personal, secreto e informado, y se ponderará atendiendo a la jerarquía y al tipo de contrato de los mismos. Los candidatos al cargo deberán ser profesores titulares en la respectiva universidad, o, si no lo fueren, reunir condiciones para ser evaluados en esa calidad. Se exceptúa el caso de una o dos universidades con menos del 10 por ciento de su planta de académicos y un conjunto muy pequeño de profesores titulares, en las cuales se permite el acceso a la jerarquía inmediatamente inferior.



El rector será elegido en votación directa y por mayoría absoluta de los votos válidamente emitidos. Como indicó el señor Ministro, en caso de que hubiere más de dos candidatos, se efectuará una segunda vuelta para asegurar una mayoría expresiva.



El rector será nombrado por el Presidente de la República, y durará cuatro años en sus funciones. La iniciativa proponía que pudiera ser reelegido por una sola vez. Pero la Comisión enmendó esta parte porque estimó que son las propias universidades las que deben establecer, en sus respectivos reglamentos, si los rectores pueden ser reelegidos más de una vez. Se tuvieron presentes los casos de ilustrísimos rectores de nuestras más conocidas universidades, que desempeñaron ese cargo por varios períodos y cuyas postulaciones contaron con el respaldo de la propia comunidad académica y de amplios sectores de la opinión pública y del ámbito universitario.



El texto aprobado en la Comisión y que está contenido en el informe, modifica la iniciativa del Ejecutivo en el aspecto que mencioné: la posibilidad de reelección de los rectores, y, además, mediante un artículo transitorio, nuevo, incorpora una norma por la cual se dispone que para la primera elección de rectores que se realice en virtud de la ley en proyecto, el reglamento correspondiente deberá ponerse en conocimiento de la comunidad universitaria con un mínimo de 60 días de anticipación al proceso electoral —que en algunos planteles de educación superior comienza en abril próximo—, a fin de asegurar que se cuente con la debida información.



Por otra parte, la Comisión consideró en sus debates el propósito planteado en su oportunidad por el Senador señor Ruiz-Esquide, de que para la elección de los decanos de las diversas facultades de cada universidad se contemplara un procedimiento similar al concerniente a la de rectores. Esta opinión no fue compartida por algunos señores Senadores, y en el informe se deja en claro que, en el fondo, en resguardo de la autonomía universitaria, esa materia queda entregada a las disposiciones reglamentarias de cada institución.



Tocante a los artículos 2° y 3° —que se eliminaron—, cabe señalar que este último, al establecer un conjunto de contenidos mínimos que deberían consignar los estatutos de las universidades estatales, importaba, de manera bastante evidente, modificar el artículo 45 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, que expresamente detalla los asuntos que deben incluir los estatutos. Se estimó que esa materia debía ser considerada, o en el proyecto sobre autonomía de las nuevas universidades, que se encuentra en estudio en la misma Comisión, o en el que introduce enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, que, a su vez, se halla en trámite en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados.



El texto final de la iniciativa —que se recomienda acoger— se aprobó casi enteramente por unanimidad, con excepción de un inciso del artículo permanente, en cuya votación se abstuvo el Senador señor Ruiz-Esquide.



He dicho.

La señora FELIÚ.— Pido la palabra.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

La señora FELIÚ.— Señor Presidente, este proyecto tiene como antecedente lo que actualmente estatuye la legislación relativa a las universidades del Estado, donde se dispone que los rectores se designan por el Presidente de la República de una terna que le proponen las propias entidades, la cual es elaborada por su Junta Directiva ciñéndose al procedimiento fijado por ellas mismas en la ordenanza interna. Sólo la Universidad de Chile tiene un sistema diferente, ya que es su propio estatuto orgánico —aprobado por ley— el que establece la forma en que debe elaborarse dicha terna, exigiendo que se haga sobre la base de dos procesos eleccionarios sucesivos: el primero se efectúa dentro de cada facultad e instituto interdisciplinario y da origen a la nómina de candidatos, y el segundo se realiza a nivel de toda la universidad y determina las tres más altas mayorías, que son las que conformarán la terna.



Según expresa el mensaje —y así también lo manifestó en la Comisión el señor Rector de la Universidad de Chile—, ese mecanismo es engorroso y ha dado origen a diversas presiones internas.



Con el propósito de corregir esa situación, que se presenta en la Universidad de Chile, el proyecto que hoy se somete a la aprobación del Senado modifica el sistema de designación de rectores de todas las entidades de educación superior estatales.



A mi juicio, las disposiciones propuestas, además de presentar serios inconvenientes para su aplicación, se apartan de las normas que regulan la organización y funcionamiento de la Administración del Estado y resultan inoportunas, tanto por el próximo cambio de Gobierno como por encontrarse en tramitación otra iniciativa que modifica sustancialmente el funcionamiento de este tipo de universidades.



A continuación me referiré a las observaciones que me merece la iniciativa.


Elección de Rector


Se establece que corresponderá a los académicos jerarquizados, a través de un proceso interno y según voto ponderado emitido soberanamente, elegir al rector. El Presidente de la República, simplemente, deberá ratificar esa decisión mediante decreto supremo.



La norma propuesta consagra una autogeneración absoluta de la máxima autoridad en un organismo fiscal. Esto, a mi juicio, es inadmisible, ya que vulnera la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



En efecto, en conformidad a la Carta Fundamental, el Presidente de la República es el Jefe del Estado y a él corresponde su gobierno y administración. Por su parte, la Ley de Bases encomienda al Primer Mandatario, a través del Ministerio correspondiente, la supervigilancia de todos los órganos públicos descentralizados.



Las universidades estatales integran la Administración del Estado y, en su carácter de entidades descentralizadas, son controladas por el Jefe del Estado por intermedio del Ministerio de Educación; sus trabajadores, incluidos los académicos y el rector, son funcionarios públicos; disponen de un patrimonio muy elevado y los recursos con que financian su gestión son fiscales, no privados.



Por lo tanto, no es posible admitir que tales universidades elijan sus rectores con total prescindencia de la opinión del Presidente de la República, a quien, en su calidad de supremo administrador del Estado, le asiste responsabilidad por la buena marcha del mismo y de todas las instituciones que lo conforman.



Si bien a estos establecimientos de educación superior, por su condición de tales, la ley les otorga el carácter de organismos autónomos, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y les reconoce plena libertad en materias académicas, económicas y administrativas, ello en ningún caso significa que no formen parte de la Administración del Estado, ni que puedan actuar como si fuesen instituciones privadas cuyos dueños sean los académicos.



Como las universidades estatales están sujetas a la supervigilancia del Primer Mandatario, una manifestación de esta facultad es, y debe ser, la posibilidad de intervenir en la designación de sus rectores.



El sistema en vigor, por el cual el Presidente de la Nación escoge al rector de una terna elaborada por la propia universidad, en mi opinión, armoniza debidamente la autonomía universitaria con la supervigilancia que aquél debe ejercer. Y no puede sostenerse que esta intervención del Primer Mandatario en el nombramiento del rector atente contra la autonomía de las instituciones de educación superior, si se toma en cuenta que en el Poder Judicial —que es un Poder del Estado—, los Ministros de su órgano superior (la Excelentísima Corte Suprema de Justicia) son designados mediante un procedimiento similar, en virtud del cual el Presidente de la República los elige de una nómina de cinco personas propuestas por la propia Corte.



Por las razones expuestas, estimo que no debe innovarse en esta materia y que el Jefe del Estado debe mantener la participación que hoy le cabe en el nombramiento de los rectores.


Voto restringido sólo a los académicos jerarquizados


Para poder participar en la elección de rector, la iniciativa exige tener la condición de "académico jerarquizado". Esta exigencia, dado el sistema de jerarquización académica imperante, resulta inconveniente, pues no tiene el mismo significado en todas las universidades.



Hasta la fecha, la legislación se ha referido a los "académicos", sin distinguir si se trata de jerarquizados o no. Así los mencionan la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, el Estatuto Administrativo y los estatutos universitarios.



La carrera académica, o jerarquización de los académicos, está entregada a las normas internas de cada universidad, que han sido aprobadas —desde luego— por los propios rectores. No todas las entidades tienen vigente esa reglamentación, y dichas reglas tampoco son iguales en todas ellas. Además, los reglamentos de carrera académica son, por esencia, modificables.



Por tales motivos, resulta absolutamente inconveniente establecer en todas las universidades, como condición para tener derecho a voto en la elección de rector, tener la calidad de académico jerarquizado.



No es admisible aprobar un sistema eleccionario en cuya virtud, antes de llevarse a cabo el proceso, deban o puedan establecerse o modificarse las normas que determinan quiénes tienen derecho a votar.


Requisitos para ser rector


Para ser rector, el proyecto exige tener jerarquía académica de "profesor titular"; vale decir, ser académico y estar jerarquizado.



Este requisito presenta los mismos inconvenientes ya señalados en el caso del derecho a voto, y conduce a que en algunas universidades podrán ser elegidos rectores los profesores que cumplan jornadas parciales, y en otras ello no será posible.



Eso determina que, aunque la intención es uniformar los requisitos para elegir y ser elegido, las normas propuestas, en definitiva, no logran ese propósito.



Por otra parte, cabe considerar si es pertinente exigir la calidad de académico jerarquizado para ser rector. Las principales funciones del rector de una universidad, son dirigirla y administrarla, y estas labores de dirección superior no tienen vinculación directa con el carácter de académico jerarquizado, o sea, de académico sujeto a una carrera.


Oportunidad del Proyecto


Al analizar este proyecto de ley, no se puede omitir que las universidades han planteado la necesidad de revisar sus estatutos orgánicos. Incluso, esta misma iniciativa contenía una delegación de facultades al Presidente de la República para estos efectos, la cual no fue aprobada por la Comisión.



Por lo tanto, esas modificaciones deberán estudiarse y proponerse, en el futuro, en otra normativa.



Si se pretende uniformar el procedimiento de elección de rector en todas las universidades estatales, previamente deberá adoptarse igual medida respecto de la jerarquización académica, cuyas bases tendrían que estar contenidas en los estatutos universitarios —aprobados por ley— y no en sus reglamentos internos, que regulan la materia de manera diferente y son modificables por la sola decisión de sus autoridades.



Y al pronunciarse sobre esta completa autarquía universitaria, tampoco es posible olvidar que se encuentra en trámite aquí en el Senado otro proyecto de ley, que excluye a las universidades estatales del control de la Contraloría General de la República. Porque, de aprobarse ambas iniciativas, habría autogeneración del rector y ausencia absoluta de controles externos.


Por todo lo expuesto, considero inoportuno modificar, de manera general, para todas las universidades estatales, el procedimiento de elección de sus rectores, sin antes habernos pronunciado acerca de las normas básicas que regularán uniformemente su manera de actuar, la carrera académica y la fiscalización a que estarán sometidas.



Sin perjuicio de lo anterior, también me parece inconveniente que, a menos de dos meses de asumir un nuevo Presidente de la República :—ya electo—, se le prive de la participación, que la ley le reconoce, en la designación de rectores de las universidades sujetas a su tutela y supervigilancia.


Otras consideraciones


Adicionalmente, no puedo dejar de agregar que al analizar el tema universitario es preciso tener presentes, también, los problemas económicos y de endeudamiento que afectan a estas instituciones del Estado.



Es de público conocimiento que la Universidad de Antofagasta enfrenta una situación de literal quiebra. Asimismo, la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación, en diciembre de 1993 carecía de los recursos necesarios para pagar el sueldo de sus empleados. La Universidad de Chile tiene un alto nivel de endeudamiento con el sector financiero. Y todas las universidades estatales están solicitando —según informaciones de prensa de estos días- un sustancial incremento del aporte con que el Fisco concurre al financiamiento de sus presupuestos, pues en su totalidad, en mayor o menor medida, tienen problemas económicos.


Conclusiones


A) No resulta oportuno ni conveniente legislar ahora, de manera general respecto de todas las universidades, sobre el procedimiento para elegir sus rectores.



B) Para solucionar el problema que aqueja en esta materia a la Universidad de Chile, basta con modificar su Estatuto Orgánico, sobre la base de la realidad existente hoy día en esa casa de estudios, sin hacer extensivas las normas que, a la luz de esa realidad, son apropiadas para ella, pero pueden no ser igualmente buenas para otras universidades.



C) No parece oportuno ni conveniente ni siquiera en el caso de la Universidad de Chile privar al Presidente de la República de su facultad para nombrar al rector, escogiéndolo de una terna elaborada por ella misma, de acuerdo con una elección en que votan sus académicos. El hacerlo, a mi juicio, vulnera la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, pues se priva al Primer Mandatario de la única facultad que le permite cumplir su obligación de supervigilar a estas instituciones. En tal sentido, formulo expresa cuestión de constitucionalidad.



Por todas las consideraciones expuestas, presenté una indicación para modificar el sistema de nombramiento de rector sólo en la Universidad de Chile, manteniendo, en todo caso, la facultad del Presidente de la República de escogerlo de una terna, la que será elaborada conforme a una elección en que participarán los mismos académicos que hoy tienen derecho a voto en ese plantel de estudios, y, además, ampliando —como lo hace el proyecto del Ejecutivo— la posibilidad de ser rector a todos los profesores titulares de las universidades reconocidas oficialmente.



Señor Presidente, en la indicación también planteo que podrán votar para la elección de rector las personas que tengan la calidad de profesores, las cuales son las que realmente poseen los grados de académicos superiores. La modificación propuesta en el proyecto, en el sentido de que pueden votar todos los académicos, sin distinción, representa la posibilidad de que también puedan hacerlo las jerarquías de ayudante instructor, que corresponden, según dice el actual Reglamento de la Universidad de Chile, a etapas de formación y de verificación de aptitudes para la tarea universitaria. El artículo 8° de ese texto señala que las jerarquías de profesor —y es lo que consideré en la indicación para permitir en este caso el derecho a voto— corresponden a académicos plenamente formados para la tarea universitaria, con capacidad para realizarla de modo creativo, con diversos grados de autonomía, según el nivel.



Por estas consideraciones, señor Presidente, pido al Honorable Senado que se apruebe la indicación en reemplazo del proyecto propuesto por la Comisión de Educación y Cultura. He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Senador señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, la Honorable colega que me antecedió en el uso de la palabra ha argumentado desde dos puntos de vista: primero, que de aprobarse esta iniciativa legal, afectaría las normas del Gobierno en la Administración del Estado; y segundo, que se privaría al Presidente electo de la facultad de escoger al nuevo rector. En cuanto a este último aspecto, desconozco que alguna vez el Presidente de la República haya decidido la elección de rector a su entero arbitrio. De tal manera que si éste, en el hecho, nunca ha procedido de esa forma, mal podrían estas disposiciones eliminar la posibilidad de que el Jefe del Estado elija a tal autoridad en función de una facultad arbitraria que pudiera tener.



En lo que respecta al punto primero, en el sentido de que el proyecto se apartaría de las normas relativas al gobierno de la Administración del Estado, entregaré siete argumentos, fundados, para rebatir y rechazar las aseveraciones de la señora Senadora. Y como entiendo que Su Señoría, antes de llegar al Senado, se desempeñó por largo tiempo en la Contraloría, citaré algunos antecedentes y planteamientos entregados por ese mismo organismo y que surgieron durante la época en que ella perteneció a esa entidad, los cuales son contrarios a las opiniones que acaba de expresar en la Sala.



Primero, en dictamen N° 64.792, de 1970, la Contraloría General de la República sostuvo que "son entes autónomos o de administración descentralizada, los servicios públicos que tienen personalidad jurídica distinta del Fisco y manejan su propio patrimonio, pudiendo distinguirse entre ellos, como especies, a las instituciones y a las empresas públicas".



Segundo, el 10 de agosto de 1979, el órgano contralor señaló textualmente lo siguiente: "La Universidad de Chile ha sido concebida por el artículo 5° de su Estatuto Orgánico, fijado por el D.F.L. N° 1 de 1971, como un establecimiento público, autónomo, independiente de la Administración Central del Estado". Y agregó más adelante que "se trata de una persona jurídica de derecho público, con patrimonio propio". Luego, el mismo dictamen concluye: "Las consideraciones precedentes determinan, en forma clara, a juicio de este Organismo de Control, que la Universidad de Chile, en su calidad de institución descentralizada que goza de plena autonomía, no se encuentra incluida en el concepto preciso de "Administración Pública".".



Tercero, el decreto ley N° 3.529, de 1980, en su artículo 29 eliminó a esa casa de estudios superiores de la enumeración de las entidades contenidas en el artículo 1° transitorio del decreto ley 1.263, de 1975, sobre régimen de Administración Financiera del Estado, disponiendo, además, que no le será aplicable el inciso penúltimo del artículo 2° de este último cuerpo legal. Por lo anterior, la Universidad de Chile no queda comprendida dentro de ese sistema.



Cuarto, el mensaje con que el Presidente de la República inició el trámite de la ley 18.575, de 1986, Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado, dejó expresa constancia de que "No integran la Administración Pública, la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Municipalidades y las Instituciones de Educación Superior de carácter estatal".



Quinto, en el mensaje de 20 de marzo de 1985 se expresa que "ha parecido conveniente excluir del ámbito de la Administración Pública y, por ende, de la ley en proyecto, a las instituciones estatales de Educación Superior, atendido asimismo el particular carácter de sus fines".



Sexto, la Secretaría de Legislación de la Junta de Gobierno en uno de sus informes hizo una clara distinción entre órganos centralizados y descentralizados en la Administración del Estado, y manifestó que "Los órganos funcionalmente descentralizados son de dos tipos: los órganos con autonomía, verbigracia los de educación superior de carácter estatal, como son las Universidades e instituciones profesionales del Estado; y las empresas.". Explicita a continuación "que los servicios funcionalmente descentralizados estén dotados de autonomía ha sido entendido por la doctrina como la facultad de realizar su cometido administrativo sin sujeción a la jerarquía del poder central".



Señor Presidente, como último planteamiento para rechazar los argumentos de la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, cabe destacar que el artículo 29 de la ley 18.575 reconoce a las universidades del Estado la facultad de organizarse de una manera distinta a los demás servicios públicos; y que el inciso tercero del artículo 42, del mismo cuerpo legal prescribe que los rectores de las universidades estatales no son —repito: no son— de la exclusiva confianza del Presidente de la República.



Por lo tanto, no es correcto sostener que el Primer Mandatario pueda administrar, como Jefe de la Nación, las universidades de origen estatal.



Lo que se está buscando a través de este proyecto es permitir que ellas se desarrollen con plena autonomía y que, conforme a una modificación de sus estatutos, se pueda realizar lo que históricamente las universidades han pretendido: elegir a sus rectores. Porque cuando no ha existido una norma legal para completar las ternas, sus miembros son escogidos por los grupos académicos de cada universidad.



Por estas consideraciones, señor Presidente, y atendido el informe exhaustivo entregado por el Presidente de la Comisión de Educación y Cultura, votaré favorablemente el texto propuesto en el informe, que rechaza los artículos 2° y 3° del proyecto y que aprueba su artículo 1° —vale, decir, la elección de rectores en las universidades del Estado—y el artículo transitorio, disposición que otorga un plazo de 60 días para que la comunidad universitaria conozca el reglamento antes de la elección de rectores.



He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Senador señor Thayer.

La señora FELIÚ.— Pido la palabra, señor Presidente, para rectificar algunos antecedentes que se han dado en esta Sala.

El señor URENDA (Vicepresidente).— ¿No sé si el Honorable señor Thayer tiene algún inconveniente en postergar su intervención?

El señor THAYER.— No,  señor Presidente.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Entonces, puede hacer uso de la palabra la Honorable señora Feliú.

La señora FELIÚ.— Sólo quiero aclarar algo que se ha hecho presente acá.



Las universidades del Estado, de acuerdo con la jurisprudencia de la Contraloría, tienen la calidad de servicios autónomos. Eso es así. Jamás he sostenido lo contrario. Los órganos de la Administración pueden ser centralizados o descentralizados; entre los primeros están los que actúan con la personalidad jurídica y pertenecen a este último grupo aquellos que cuentan con patrimonio propio. Tan claro es ello que la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado establece en su artículo 18 —incluido dentro del párrafo "De la organización y funcionamiento"— que "La organización básica de los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, será la establecida en este Título". Por su parte, el artículo 25 de la misma legislación señala que "los servicios públicos son órganos administrativos"; y el artículo 26 establece que ellos son centralizados o descentralizados y expresa que los servicios centralizados actúan bajo la personalidad jurídica del Fisco y están sometidos a la dependencia del Presidente de la República, mientras los descentralizados actúan con la personalidad jurídica y el patrimonio propios que la ley les asigne, y se hallan sometidos a la supervigilancia del Primer Mandatario a través del Ministerio respectivo. Agrega el precepto que la descentralización puede ser funcional o territorial.



Esto —que fue el punto a que me referí denantes— corrobora que las universidades estatales son servicios públicos descentralizados y se encuentran comprendidos en el Párrafo pertinente de la Ley de Bases.



Efectivamente, su artículo 29 dispone que los servicios públicos, en su organización interna, sólo podrán establecer niveles de Dirección, de Departamento, y otros. Y añade en el inciso cuarto: "Las instituciones de Educación Superior de carácter estatal podrán, además, establecer en su organización Facultades, Escuelas, Institutos, Centros de Estudios y otras estructuras necesarias para el cumplimiento de sus fines específicos.".



Luego, es indudable que las universidades estatales son organismos del Estado, de carácter descentralizado y con una función muy especial, en razón de lo cual la ley las ha dotado de autonomía para su manejo académico, administrativo, etcétera. Sin embargo, no puede romperse su sometimiento a la supervigilancia del Presidente de la República a través de un sistema de autogeneración de su principal autoridad.



Por otra parte, se dijo que yo estaría propiciando que los rectores de planteles fiscales fueran funcionarios de la exclusiva confianza del Primer Mandatario. Nunca he sostenido eso. A mi juicio, el problema radica en saber quién los designa, porque la ley puede establecer la duración en el cargo y las causales de cesación en él. En concreto, lo que sugiero es aplicar el mismo procedimiento contemplado en el DFL N° 280, de 1931, Estatuto Orgánico Universitario, que rigió durante 40 años, hasta 1971; vale decir, postulo que sea el Presidente de la República quien designe al rector, previa elección interna por el claustro pleno, en la forma que indica dicho decreto.



En los términos en que está redactado el proyecto, correspondería la elección exclusivamente a los académicos, quienes, reitero, en algunos casos podrían incluso estar desempeñándose a prueba y no en calidad de profesores titulares o ya designados en un cargo de carrera.



Es lo que quería aclarar, señor Presidente.

El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, a través de la Mesa quiero pedir al Honorable señor Thayer, a quien corresponde usar de la palabra a continuación, que me permita intervenir en forma muy breve antes que Su Señoría.

El señor THAYER.— No tengo inconveniente, señor Presidente.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Puede hacer uso de la palabra el Senador señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.— Agradezco a mi Honorable colega su deferencia.



Señor Presidente, sólo quiero clarificar que el dictamen correspondiente de la Contraloría General de la República señala exactamente lo que ya leí.



Dice a la letra:



"Las consideraciones precedentes determinan, en forma clara, a juicio de este Organismo de Control, que la Universidad de Chile, en su calidad de institución descentralizada que goza de plena autonomía, no se encuentra incluida en el concepto preciso de "Administración Pública".".



¿Qué significa que posea plena autonomía? Que, en el ejercicio de ella, puede elegir al rector y que no se rige por los parámetros de la Administración Pública, de tal manera que no depende, ni directa ni jerárquicamente, del Primer Mandatario. Por supuesto, cuando el Estado asigna recursos a un determinado organismo, está facultado para fiscalizar su distribución, pero no significa que por ese motivo la institución deba depender del Presidente de la República. Por ejemplo, a la Universidad Católica se le destinan fondos vía subvención, en una cantidad similar a los que se aportan a la Universidad de Chile, pero no depende del Primer Mandatario; es más, goza de plena autonomía, la misma que puede tener la Universidad de Chile.



En mi opinión, tal es la razón fundamental para que en los planteles de origen estatal el rector sea elegido mediante elección.



Agradezco al Senador señor Thayer su gentileza.



He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.— Señor Presidente, voy a tratar de ser lo más breve posible, tomando en cuenta lo avanzado de la hora.



Este proyecto supone algunas opciones. Personalmente, parto de la base —puedo estar equivocado— de que el Ministerio de Educación y el personal asesor del Presidente de la República, al enviar una iniciativa para ser resuelta con "Suma Urgencia", estudiaron la materia razonablemente y en tal forma y grado que estimaron factible que el Senado la despachara con tanta premura, la cual, indudablemente, implica un estudio bastante rápido.



Quiero destacar que el proyecto, en su texto inicial, abarcaba aspectos que no era posible considerar dentro del ámbito de una iniciativa tratada con "Suma Urgencia". Por eso, en la Comisión —que tengo el honor de integrar—, resolvimos por unanimidad eliminar dos de sus tres artículos permanentes, porque, en realidad, se estimó que abordaban materias más propias de otros proyectos que se hallan pendientes.



Sobre el particular, resulta conveniente que el Honorable Senado tenga una visión retrospectiva del tema.



La Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza regla, en el nivel que corresponde, ciertas bases fundamentales en cuanto al funcionamiento de los institutos de educación superior. Con su dictación, se plantearon situaciones que, atendido el sistema económico, social y cultural que ha adoptado Chile y que está adoptando el mundo —de mayor libertad y competencia—, crearon en las llamadas "universidades estatales" ciertos problemas de relación con las universidades privadas que les hace muy difícil una marcha eficiente, al nivel que la sociedad espera de ellas.



Por eso, del estudio fundamental de reforma a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza se "desgajó" un proyecto destinado a analizar la relación entre las universidades estatales y las privadas. Ello tuvo por objeto examinar particularmente el tipo de control y fiscalización a que deben estar sometidas las primeras en cuanto su condición de servicios públicos integrantes de la Administración del Estado, lo cual obliga a la Contraloría a un grado de exigencia que, para las universidades, se ha transformado, en medida importante, en algo incompatible con el dinamismo que la situación actual les exige, pues ahora deben cumplir una función mucho más activa, competitiva y agresiva que la que desarrollaron en el pasado.



En las universidades de mayor antigüedad, como es el caso de la Universidad de Chile, existe una tradición centenaria que las hace moverse con un paso cansino, con un ritmo de avance propio de su manera de ser, y que, pese a haber evolucionado con el paso del tiempo, hoy día crea dificultades de ajuste que no son esencialmente distintos, mutatis mutandis, de los cambios observados en la economía en lo que se refiere a la entrega de más y más valores de libertad frente a las formas de control estatal.



A mi juicio, se trata de dos conceptos, en los que nadie tiene ninguna duda (la libertad académica y la autonomía universitaria, por un lado, y la necesaria fiscalización del Estado respecto de los organismos que integran la Administración Pública, por el otro), los que crean situaciones cuyo punto de encuentro o desencuentro, cuya zona de conflicto y cuyos niveles de solución han venido cambiando con el transcurso del tiempo.



Fue así como un tercer proyecto de ley, que es éste, vino de alguna manera a "desgajarse" del que ya se había "desgajado" del primitivo inicial y a constituir un texto más reducido, de sólo tres artículos, que apunta sustancialmente a la situación que se presenta en las universidades en cuanto a la participación de los académicos en las próximas elecciones para elegir a los rectores. Y digo "próximas elecciones", porque, según los informes entregados por el personal del Ministerio de Educación y por algunos rectores de planteles superiores que concurrieron a la Comisión del ramo, ellas tendrán lugar entre abril y mayo del año en curso.



Sin embargo, el artículo 2° de la iniciativa primitiva facultaba al Presidente de la República para modificar los estatutos de las universidades, y, al mismo tiempo, daba a éstas un plazo de seis meses para que elaboraran proyectos de estatutos sobre los cuales corresponderá pronunciarse al Primer Mandatario.



Eso, indudablemente, llevaba el asunto mucho más allá de las elecciones programadas para abril o mayo próximos. Por eso, considerando la necesidad de cumplir con el requisito de la "Suma Urgencia", preferimos apuntar sólo al artículo 1°.



Ahora bien, todos los integrantes de la Comisión —entre ellos, el Senador que habla— hemos seguido dando vueltas en torno a ese artículo después de su acelerado estudio en el órgano técnico. Porque, en verdad, tal como se ha expresado aquí —en eso comparto la opinión de quienes me antecedieron en el uso de la palabra; me refiero en especial a la intervención de la Honorable señora Feliú— se trata de un asunto sumamente complejo y delicado, que, a mi juicio, debiera tratarse con mayor detenimiento. No obstante, las reacciones frente a una situación apremiante pueden ser distintas. La mía apunta a buscarle una solución dentro del plano de urgencia en que se desenvuelve el problema, sin perjuicio de hacer presente mi preocupación.



¿Qué aspectos del proyecto, a mi entender, deben ser corregidos? Ya presenté a la Mesa indicaciones al artículo 1 ° y otras de carácter general.



En mi opinión, es delicado y controvertible, dentro del sistema vigente en Chile, que, en aras de la autonomía universitaria se restrinja de tal manera la tradicional facultad del Presidente de la República en cuanto a elección del rector, que el Jefe del Estado esté obligado a nombrar a la persona que elijan los académicos de la universidad. De seguir ese camino, lo más razonable sería, lisa y llanamente, terminar con la intervención del Primer Mandatario, caso en el cual cada institución, en forma autónoma, elegiría a la autoridad que ha de regirla. Pero no podemos dar pasos tan precipitados.



Este asunto lo consulté, por ejemplo, con el Rector de la Universidad de Chile, y también lo conversé con otros rectores. Por lo tanto, voy a presentar una indicación para suavizar esta disposición —suavizarla dentro de una línea que implica un riesgo que personalmente asumo—, porque no deseo que, en materia de libertad académica y de autonomía de las universidades vinculadas al Estado, nos quedemos atrás respecto de los pasos fructíferos que ha dado el país en otras áreas de la actividad nacional, fundado en la confianza y en la libertad individual.



Asimismo, en el mundo entero el Derecho del Trabajo, en su vieja concepción tuitiva, está siendo afectado, comprometido, obligado a modificarse, en razón del concepto ya más universal de la necesidad de reconocer en mayor grado la libertad de cada individuo y preocuparse, a la vez, de que esta libertad no llegue al extremo de destruir el derecho de asociación, como, según la historia, ya ocurrió en los orígenes de la Revolución Francesa.



Por eso, voy a proponer indicaciones, primero, para que el nombramiento del rector lo efectúe el Presidente de la República en conformidad al reglamento de cada universidad, pero sin que se vea obligado a nombrar al que elija la mayoría de los académicos —sobre todo cuando haya segunda vuelta—, porque con ello el Jefe del Estado se transforma en un pelele, lo cual, a mi juicio, no tiene justificación.



En seguida, por las razones dadas por la Senadora señora Feliú —que yo comparto—, propongo la eliminación de la referencia a los "académicos jerarquizados", y estoy cambiando la redacción de la norma respectiva, porque me parece que basta decir que la votación se ponderará atendidas la jerarquía o el tipo de contrato de los profesores. Conservo el principio de exigirles un mínimo de antigüedad en la universidad. Todo lo demás quedaría a la apreciación interna del reglamento de la casa de estudios superiores.



Por otro lado, suprimo la segunda vuelta en la elección de rectores, porque ello obliga al Presidente de la República —como ya señalé— a acatar en forma absoluta lo decidido por la comunidad académica. Estimo que esta modificación será más apropiada al abordar a fondo la reforma de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Y, por último, propongo una redacción distinta para el artículo transitorio, porque debe aludirse a la ley respectiva que se modifica y no a una norma de la ley en proyecto, que sólo se remite a otras legislaciones.



Señor Presidente, no me extenderé en mis observaciones...

El señor VALDÉS (Presidente).— Debo hacer presente, señor Senador, que estamos en la discusión general del proyecto, y como ha sido objeto de cuatro indicaciones, corresponde aprobarlo en general y, luego, enviarlo a Comisión para segundo informe.

El señor THAYER.— Señor Presidente, si ése es el procedimiento, termino de inmediato. Creía que el ánimo era despachar el proyecto en esta oportunidad. Por eso me había extendido en mi exposición.



He dicho.

El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, esas indicaciones pueden ser vistas ahora, ya que son pocas.

El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Hay acuerdo unánime en la Sala para discutir y votar en general y particular el proyecto?

La señora FELIÚ.— ¡No, señor Presidente!

El señor VALDÉS (Presidente).— Como no hay acuerdo, habrá que votarlo solamente en general.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, lamento mucho tener que hablar a última hora, cuando existe el ánimo de terminar la sesión lo más rápido posible o de discutir otros temas que están pendientes.



La Mesa ha aclarado que no se discutirán en esta oportunidad las indicaciones —no se había considerado hacerlo—, porque la Comisión hizo modificaciones a la iniciativa en una serie de aspectos, con los votos favorables de los señores Senadores que me han precedido en el uso de la palabra.

La señora FELIÚ.— ¡No con el mío!

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Al revisar el informe de la Comisión, se ve que Su Señoría figura firmando la aprobación del proyecto. Si después ha recapacitado sobre el tema, se trata de un acto de reflexión que como Senador valoro, pero ello no obsta para que dicha aprobación haya sido en los términos que he señalado.



Señor Presidente, si Su Señoría manifiesta que se han formulado cuatro indicaciones que exigen mayor debate, aunque no me parece que haya puntos conflictivos, haré solamente tres o cuatro reflexiones que estimo importante dar a conocer en esta oportunidad, en vista de que el proyecto en concreto y en detalle lo discutiremos con posterioridad.



En primer término, como lo he dicho otras veces, hemos aprobado distintos proyectos sobre el tema universitario. Y la verdad es que está pendiente en el Senado de la República un debate a fondo —más allá de lo que entendemos por política universitaria— sobre el criterio que tenemos respecto de la educación superior, a fin de responder, al menos, dos preguntas que nunca nos hemos formulado porque parecen afectar materias ya resueltas, pero que, a mi juicio, no lo están.



La primera se refiere a cómo relacionamos la autonomía universitaria con el desarrollo del país, esto es, a cómo las acciones de la universidad se relacionan con lo que la sociedad requiere de ella, respetando, naturalmente, su autonomía.



La segunda versa sobre cómo se relaciona la universidad con el modelo de sociedad que deseamos llevar adelante.



Por eso, este proyecto tiene como objetivos centrales avanzar en el marco de la autonomía universitaria y desarrollar el proceso de democratización de las universidades estatales. Bien sabemos que dicho proceso, que en el mundo entero ha logrado un desarrollo importante, en Chile ha dado un paso atrás durante el tiempo pasado.



La iniciativa en debate respeta la identidad de las universidades, pero fija un marco general de representatividad y de unidad para aquellas que, siendo financiadas por el Estado, constituyen, conforme a una tradición histórica del país y porque así lo expresa la propia Constitución Política, grupos intermedios, los que, por lo tanto, tienen un rol distinto. Se los ha tratado aquí como algo similar a organismos públicos, desconociéndose absolutamente el concepto de "universidad", ignorándose que ésta no presta, en determinado momento, un servicio al Estado, sino que posee una naturaleza propia que se impone a sus sostenedores. Es una comunidad de profesores y alumnos destinada al cultivo del saber en toda la extensión humana. Considerar posible asimilar la universidad, que arranca de los tiempos de Alfonso X, "el Sabio", a un simple servicio público, mediante una legislación determinada, implica una confusión, la que nos ha llevado a este debate.



Ahora bien, es cierto que la Comisión rechazó dos artículos que apuntaban a la modificación de los estatutos y de la forma en que éstos deben encuadrarse dentro del marco global de los contenidos necesarios para que ellos sean operables. Nosotros insistimos, en la Comisión, en la necesidad de votar favorablemente dichas normas. Sin embargo, debo reconocer que no hubo mayoría para aprobarlas, y estuvimos dispuestos a retirar nuestro apoyo a esos dos artículos para que la iniciativa pudiera ser aprobada lo más rápidamente posible por el Senado, ya que la idea es que en el instante —en mayo o en junio— en que las universidades estatales tengan sus elecciones, exista una legislación clara y precisa para todas ellas, respetando sus particularidades. Esperamos que tal objetivo se logre.



No obstante, quiero hacer algunas observaciones puntuales, para que en la discusión general no queden pendientes.



Comparto absolutamente el criterio expresado por algunos señores Senadores en relación a que no se puede entender la universidad como un servicio público y aplicarle las reglas del caso, como lo señaló una Honorable colega, puesto que la regulación jurídica de ella no debe entenderse como referida a un organismo público administrativo, atendida su naturaleza.



En segundo lugar, quiero dejar establecido que nuestro afán de que el Presidente de la República ratifique lo que hace la comunidad universitaria cuando se produce la segunda vuelta en la elección de un rector, mantiene la situación histórica en la cual siempre el Primer Mandatario ratifica a quien obtuvo la más alta mayoría. Honestamente, no me parece que lo anterior signifique transformar al Jefe del Estado en un "pelele" —se usó este término para referirse a él, debido a que tiene que realizar esa función—, porque simplemente se trata del reconocimiento de una realidad histórica, esto es, del valor que poseen las universidades, y ello no significa que el Presidente de la República no siga considerando a los estamentos de la universidad o que ésta deba reconocer la primacía de él en sus asuntos administrativos. Por lo demás...

El señor THAYER.— ¿Me concede una interrupción, con la venia de la Mesa, señor Senador?

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Con todo gusto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.— Señor Presidente, cuando expresé que el Presidente de la República quedaba como un "pelele", no me refería al derecho que pueda existir en un nuevo sistema destinado a elegir directamente por voto académico a los rectores de las universidades, sino a que, si el Primer Mandatario está obligado a nombrar a la persona que elijan los académicos, simplemente no tiene participación alguna en el proceso eleccionario, y la función que se le encomienda no es digna de su cargo. La alternativa está en que él no intervenga o en que lo haga en un sentido razonable.

El señor VALDÉS (Presidente).— Señores Senadores, estamos en la discusión en general. En particular corresponde debatirlo primero en la Comisión, donde se tratará el proyecto artículo por artículo. En este momento debemos pronunciarnos sobre si aprobamos o no la idea de legislar.



Lo hago presente porque todavía faltan tres proyectos, y el Orden del Día termina a las 20. Habíamos pensado en que esta iniciativa sería de fácil despacho, pero no ha resultado así.



Continúa con el uso de la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, después de su solicitud termino de inmediato.



Su Señoría sabe que yo no intervengo demasiado en el Senado.



Como existen otros proyectos que deben tratarse, lamento no poder continuar con este debate, porque se trata de una materia muy de fondo que debemos discutir en alguna oportunidad con mayor latitud.



Aquí se están sosteniendo algunas tesis que aparentemente son muy contradictorias. Se habla de libertad, de autonomía—y se ha luchado bastante por eso—; sin embargo, de repente se plantean opciones y se dan argumentos que apuntan a un estatismo brutal o salvaje, como ahora se suele decir. Yo creo en la autonomía universitaria y en la conveniencia de que la comunidad universitaria elija sus autoridades —a mi juicio, se trata de una situación distinta de la de otros servicios—, y que ello responde a la voluntad mayoritaria de los rectores de establecimientos estatales, quienes han manifestado su opción en tal sentido.



Por eso, señor Presidente, sin perjuicio de lo que más adelante debatamos más en detalle, votaré favorablemente la iniciativa.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Soto.

La señora SOTO.— Señor Presidente, solicito a la Mesa recabar la autorización para que la Comisión de Gobierno sesione simultáneamente con la Sala, a fin de que pueda abocarse al estudio del proyecto sobre rentas municipales, que es esperado por todas las asociaciones de municipalidades. Como una excepción, pedimos que se le retirara la urgencia, para el solo efecto de dar tiempo a que disiparan su inquietud los señores Senadores que tenían una duda respecto del protocolo vinculado a la Ley de Rentas. De modo que tenemos la obligación de tratar hoy esa iniciativa.

El señor VALDÉS (Presidente).— Hago presente a Su Señoría que los proyectos restantes son de muy breve discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NUÑEZ.— Señor Presidente, hubiera querido no intervenir respecto del proyecto en debate, pero se ha expuesto una serie de observaciones que me obligan a hacerlo, seguramente sin el completo agrado de Su Señoría, que legítimamente aspira a despachar otros asuntos.



En verdad, coincido completamente con el criterio expresado por el señor Senador que me antecedió en el uso de la. palabra, por cuanto considero que estamos legislando sobre una materia extraordinariamente delicada y compleja. Lo que nos ocupa es cómo se generarán las autoridades del sistema de educación superior, al menos en su parte estatal.



Se ha aludido a una serie de conceptos que han estado en discusión en las últimas décadas, y, particularmente, al de autonomía universitaria. Me parece que, como fue éste un tema extraordinariamente controvertido en nuestra sociedad, no estaremos en condiciones de legislar seriamente si en esta etapa del proceso educativo de Chile no nos ponemos de acuerdo respecto a ese punto.



Comparto plenamente la idea de aquellos que sostienen que las universidades, por su naturaleza, son algo absolutamente distinto de todos los servicios, integrantes de la Administración del Estado. Por el hecho de que ellas trabajan en la ciencia, la tecnología, la cultura, el espíritu del ser humano —en sus aulas están formándose nada menos que quienes constituirán la élite, o como quiera llamársele, que conducirá los destinos del país, en todos los ámbitos—, es básico que el principio de la libertad, el concepto de la autonomía, se halle estrechamente ligado a su actividad.



Sin embargo, no deseo extenderme en este tipo de consideraciones. Ojalá tengamos la oportunidad de debatirlas en otra ocasión, por cuanto no hacerlo pondría al Senado fuera de una discusión clave y fundamental. Espero que en el próximo período podamos estudiar la iniciativa atinente a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, sobre la cual ya se ha adelantado una serie de criterios. Esta materia debiera ser objeto del mayor interés de parte de esta Corporación.




En lo personal, estaba absolutamente dispuesto a apoyar la idea de aprobar sólo el artículo 1°. Pero, en vista de que se ha abierto una discusión al respecto, quiero señalar que francamente me parece poco serio —tal vez no sea ésta la palabra más adecuada— no incorporar el artículo 3°, porque prácticamente todas las universidades mencionadas en el proyecto ya cuentan con sus estatutos. Es más: casi todas ellas ya han elegido a sus autoridades por la vía de la votación directa. Y, encima, en su mayoría constituían sedes tanto de la Universidad de Chile como de la Universidad Técnica del Estado, y otras, planteles que durante el proceso que se vivió desde 1973 en adelante debieron ajustarse —en mi opinión, positivamente— a la regionalización.



Reitero: me parece lamentable que no incorporemos el artículo 3°, el cual permite orientar respecto de cómo han de concebirse los estatutos. Creo muy acertadas las materias que contempla, habiéndose omitido sólo una, que, en mi opinión, es muy fundamental: la manera de adecuar los estatutos a la regionalización que vive el país. Y todos hemos estado de acuerdo en que este último proceso debe ser integral, de modo que demanda una necesaria consonancia de parte de nuestras universidades regionales y ver cómo se adecúan a las exigencias estrictamente del plano local.



Pero, en fin, no se contó con la mayoría que en la Comisión se requería para haber incluido estos aspectos, que, en mi opinión, son fundamentales para entender el proceso educativo en nuestra diversidad político-cultural. Lo anterior resulta particularmente válido en todo el proceso de gestación del pensamiento y en la determinación de cómo se adecúa la ciencia y la tecnología a los nuevos desafíos que enfrentan las Regiones.



En consecuencia, apoyaré el proyecto con una doble prevención: en primer lugar, creo que el debate es insuficiente, y, en segundo lugar, lamento que no se incorporen otras materias en un texto que, a mi juicio, viene a regularizar una situación de hecho que viven todas nuestras casas de estudios superiores. No vaya a ocurrir que debamos debatir con "suma" urgencia un proyecto en abril o mayo, cuando estén en etapa de elección la mayoría de las universidades aquí mencionadas. Entonces, será responsabilidad nuestra no haber legislado oportunamente para que tal proceso se ajuste a las demandas democráticas que, legítimamente, existen en el cuerpo académico de todos estos planteles de enseñanza superior.

El señor VALDÉS (Presidente). — Soy el último en pensar que este debate no reviste un interés muy profundo. Pero, como sólo se discute la idea de legislar, mis observaciones han obedecido a la consideración de que entrar en muchos detalles podría implicar anticiparse al análisis de las diversas indicaciones presentadas.



En consecuencia, si le parece a la Sala, se aprobará en general el proyecto.

El señor OTERO. — Excúseme, señor Presidente, pero deseo fundar mi voto en contra.

El señor VALDÉS (Presidente). — Muy bien, señor Senador.



Tiene la palabra la Honorable señora Feliú, quien la había solicitado con anterioridad.

La señora FELIÚ.— Por mi parte, también deseo fundamentar mi voto de rechazo a la iniciativa, señor Presidente. Contrariamente a lo que se ha sostenido, ella se discutió en dos sesiones de la Comisión de Educación del Senado. En la primera participé, habiendo sido aprobado el proyecto en general. En la segunda se realizó el debate en particular, tal cual se puede leer en el informe, pero no pude asistir por encontrarme en otra Comisión, la de Modernización del Senado. De manera que sólo pude estudiar el texto en detalle con posterioridad, tras lo cual concluí que debía ser rechazado en general.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Otero.

El señor OTERO.— Señor Presidente, votaré en contra de la iniciativa, sobre la base de que, como se ha reconocido, éste es un tema extraordinariamente importante para la educación chilena. Aquí hay involucrados conceptos de fondo, y, obviamente, cuando se trata una materia en forma tan rápida, para solucionar un problema contingente, y no se entra a su meollo, es preferible no legislar. En este caso concreto, el proyecto no solucionará nada sustantivo, sino sólo la dificultad puntual de determinada universidad, relacionada con la fecha de elección de su Rector.



Me parece que puedo referirme con propiedad a este tema, porque durante 37 años fui profesor universitario: sólo dejé de hacer clases cuando ingresé al Senado. He participado en la universidad, he sido autoridad en ella —fui el primer Contralor de la Universidad de Chile—, de modo que la conozco desde dentro.



Una de las grandes cuestiones que se han debatido siempre es cuándo hay universidad. Hemos visto cómo han proliferado. De pronto, se compra un local, se le coloca un letrero, se saca una autorización y se somete el plantel a una acreditación. En un primer tiempo, ésta dependía de una comisión examinadora, y si resultaba muy estricta, se cambiaba al examinador.



Eso no es universidad. La universidad se caracteriza, fundamentalmente, por una jerarquía docente. Y para poder determinarla es necesario entrar a establecer un patrón válido para todo el país.



En esta ocasión, vemos un proyecto que hace referencia a la jerarquización docente. Incluso más: llega a decir que donde no haya 10 por ciento de profesores de la primera categoría jerárquica se podrá elegir un rector de la segunda. Pero en ninguna parte se establece cómo se determina la jerarquía docente. Sé de personas que en la Universidad de Chile tenían la calidad de Ayudante Segundo y que, al ingresar a otros planteles, pasaron a ser Profesores Titulares.



Entonces, algo no funciona en el sistema universitario. ¿Por qué? Porque la universidad debe caracterizarse, fundamentalmente, por la calidad de sus docentes. No puede haber universidad si quien realiza la docencia no tiene una jerarquía que corresponda a un estándar nacional, establecido conforme a criterios determinados y sancionado por personas que realmente tengan esa jerarquía entre sus pares.



En suma, señor Presidente, creo que el tema merece un tratamiento especial del Senado. Y no puedo votar favorablemente el proyecto, pues habla de cómo regir la universidad sin entrar al fondo del problema: cuándo hay universidad y cuándo jerarquía docente.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará en general el proyecto, dejándose constancia de los votos contrarios.



—-Se aprueba en general el proyecto, con los votos en contra de los Honorables señora Feliú y señor Otero.
El señor NUÑEZ.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NUÑEZ.— ¿Hasta cuándo existirá plazo para presentar indicaciones?

El señor VALDÉS (Presidente).— Propongo el viernes de esta semana, a fin de que la Sala pueda tratarlo el martes próximo.

El señor OTERO.— Excúseme, señor Presidente, si se desea formular indicaciones —como adelanta un señor Senador que ha manifestado su interés por el estudio a fondo de algunas materias-, cabe recordar que mañana jueves nos espera una extensa jornada de trabajo en la Sala, de modo que no sé en qué momento se podrán plantear. Me veo en la necesidad de insistir en algo que ya he hecho resaltar, a riesgo de ser majadero: se nos está obligando a legislar a presión, sin el tiempo indispensable para la reflexión y el estudio. Dar, en el fondo, 24 horas de plazo para presentar indicaciones respecto de un proyecto sobre la cuestión universitaria equivale a decir: "Señores, no hagan nada". Ésa es la verdad, porque no dispondremos de tiempo para efectuar un análisis con la seriedad que corresponde.



Por tales consideraciones, solicito que se dé plazo, por lo menos, hasta el martes próximo. Así, podríamos dedicar a ese objeto el fin de semana, las horas de descanso a que tenemos legítimo derecho, y cumplir medianamente con nuestra función de legisladores.

El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Habría acuerdo en fijar el lunes 24, a las 18, como plazo? Ello, a fin de que la Comisión pueda ver las indicaciones el martes y la Sala disponer del informe para nuestra última sesión, el día miércoles.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Educación, me parece razonable proceder de la manera expresada. Deseo, sí, responder a la observación de que estamos discutiendo a toda carrera. La verdad es que la Comisión ha estudiado el tema en la forma más serena y profunda posible, por entender que es grave, importante y serio. Sin embargo, tiene, también, cierta urgencia.



Como señalé en mi intervención anterior, la presentación de indicaciones cambia el cuadro de tratamiento del proyecto. Este se refiere exclusivamente a la universidades estatales, sin afectar a las que han ido surgiendo —tal como se ha señalado— más allá de lo que hubiera sido necesario, lo que corresponde a otro debate y a una visión que no comparto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, los Senadores democratacristianos valoramos y destacamos el trabajo de la Comisión. No pensamos que se haya llevado a cabo de manera liviana. Concordamos, sí, con el Honorable señor Otero en cuanto a la conveniencia de que los Senadores que no hemos podido participar en tan acucioso debate dispongamos del tiempo apropiado para apreciar los interesantes aportes contenidos en el informe. Por ese motivo, estimamos adecuado que el plazo se conceda hasta el lunes próximo, a las 18.

El señor OTERO.— ¿Me permite hacer una aclaración, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OTERO.— Cuando he dicho que se nos obliga a legislar con presión y ligereza, me he referido a los Senadores que no integramos la Comisión técnica del caso. Porque, obviamente, los miembros de ésta sí han estudiado el proyecto, y muy bien, pero los demás también debemos concurrir a legislar. Por eso, se nos entrega un informe, y a ello debe sumarse la posibilidad de hacer indicaciones. El Senado es testigo de cómo, en muchísimas oportunidades, proyectos muy bien estudiados en una Comisión han resultado inmensamente mejorados por las indicaciones formuladas por Senadores que no habían estado involucrados en su discusión.



En consecuencia, lo que señalo no se refiere, de ninguna manera, a la forma de trabajar de la Comisión, sino a los Senadores que no hemos participado en ella, ante nuestra responsabilidad frente a un proyecto determinado.



He dicho.

El señor LAVANDERO.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, quiero levantar el cargo de que estamos legislando a presión en esta materia.



Deseo observar que el proyecto de fondo —respecto del cual se interesa el señor Senador que me ha precedido en el uso de la palabra— está pendiente desde hace más de un año en el Senado. Y no se ha buscado la oportunidad ni ha mediado la decisión ni el esfuerzo de debatirlo. La iniciativa que nos ocupa constituye un desglose de otra ya desglosada, a fin de permitir, en última instancia, que no paralicen las universidades por completo.



Si se hubiera querido tomar el tema más en serio, se podrían haber aprobado los artículos 2° y 3°, que apuntaban, en parte, al fondo del problema que aquí se ha considerado, y no decir, después de su rechazo, que nos estamos refiriendo a la elección del rector de una determinada universidad. Eso no es verdad, porque se ha apuntado a la elección en todas las universidades de origen estatal.



Tampoco es cierto que el proyecto se haya tratado a última hora. Por lo demás, los señores Senadores —máxime si han tenido determinadas responsabilidades en alguna universidad— perfectamente pudieron interesarse en sacarlo del empantanamiento en que ha permanecido en el Senado desde hace más de un año.



He dicho.

El señor CANTUARIAS.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Solicito a los señores Senadores evitar un debate sobre estos aspectos. Recuerdo que el proyecto fue aprobado en general, con los votos en contra de que se dejó constancia, por lo que está terminada la discusión.

El señor CANTUARIAS.— Señor Presidente, sólo deseo precisar un concepto.



La historia del contenido de los artículos 2° y 3°, que fueron rechazados por la Comisión de Educación y Cultura —como consta en el informe—, tiene que ver con un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, el cual, efectivamente, está en estudio hace más de un año en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados. De este texto se desglosaron, aparentemente, dos iniciativas: una de ellas dice relación a la autonomía de las universidades estatales e ingresó al Senado hace 40 días, aproximadamente, con urgencia calificada de "Simple" por el Gobierno; en tanto que la otra —que es la que nos ocupa— modifica los estatutos de las universidades en materia de elección de rector y establece normas para adecuarlos, a la que se fijó "Suma" urgencia, por lo que la tratamos con la preferencia dispuesta por el Reglamento.



Por lo tanto, quiero rectificar —sin ningún ánimo de entrar en una polémica— lo que aquí se dijo en dos oportunidades en el sentido de que la propia Comisión de Educación no le había dado curso a un proyecto que estaba en trámite hace más de un año. No es efectivo. Ningún proyecto se encuentra en tal condición. Reitero que la iniciativa que mencioné en primer término ingresó a la Comisión de Educación del Senado hace más de 30 días, y hago presente que dentro de ese lapso están incluidos todos los acontecimientos de diciembre recién pasado: desde las elecciones hasta las festividades de fin de año.



En consecuencia, dejando claro ese aspecto, doy mi acuerdo a fin de que el plazo para formular indicaciones se otorgue hasta el lunes próximo, a las 18. Sobre esa base, se citará a la Comisión para el martes próximo en la mañana, a fin de que cumpla con la parte que le corresponde.



Y aguardamos con muchísimo interés a que la Cámara de Diputados despache el proyecto "grande" —en estudio en su Comisión de Educación—, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Mientras tanto, nosotros nos abocaremos a los asuntos en trámite en nuestra Comisión, entre los cuales se halla, con urgencia menor, el que establece la autonomía de las universidades estatales.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a los señores Senadores, se fijará el lunes 24 de enero, a las 18, como plazo para presentar indicaciones.



Acordado.



Solicito el asentimiento de la Sala para aplazar la hora de término de la sesión, a fin de tratar —conforme a un acuerdo Comités— los siguientes proyectos: el que fija las plantas de personal de los funcionarios del Congreso Nacional, el que establece una prórroga para el pago de las patentes mineras y, en caso de consenso para iniciar la discusión, el que modifica las leyes de Mercado de Valores, de Administración de Fondos Mutuos, de Fondos de Inversión, de Fondos de Pensiones, de Compañías de Seguros, y de otras materias que indica.



¿Existiría acuerdo respecto de las dos primeras iniciativas?

El señor HORMAZÁBAL.— Sí, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Habría acuerdo para tratar el último de los proyectos mencionados?

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, en lo personal, me sentiría tremendamente feliz de abordar ahora el tema de la reforma de la legislación sobre el Mercado de Capitales, pero creo que el debate va a ser extenso. Hay gran cantidad de indicaciones presentadas. Y a mí, por lo menos, me encantaría leer el informe, lo cual no he podido realizar, por haberse entregado hace pocos minutos. 



Por consiguiente, a mi juicio sería útil que a estas alturas, después de una sesión bastante larga, lo dejemos para que sea discutido en la sesión de mañana, con el pleno acuerdo de despacharlo en ella.

El señor VALDÉS  (Presidente).— En consecuencia, nos ocuparemos en los dos primeros proyectos, ya que existe objeción en cuanto a iniciar el debate del último.

El señor THAYER.— ¿Me permite, señor   Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor THAYER.— Señor Presidente, respecto de la reforma de la legislación sobre el Mercado de Capitales, ¿no habría posibilidad de escuchar al señor Ministro? Porque ello, más la información que puede proporcionar el Presidente de la Comisión de Hacienda, nos va a ayudar mucho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Sería una forma de iniciar el debate, que concluiría mañana.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, deseo advertir que el análisis del proyecto no va a ser fácil. Lamento el tratamiento de que han sido objeto algunas indicaciones en la Comisión de Hacienda, las cuales fueron presentadas, a lo mejor, en forma distinta de la que quiere una mayoría de sus miembros.



Me interesa discutir tanto el tema de la constitucionalidad como cuestiones de fondo aprobadas por dicha Comisión. Sin embargo, no he podido leer el documento que se ha entregado hace pocos minutos.



No quiero aparecer provocando una situación difícil. Deploro que el señor Ministro de Hacienda haya debido venir hoy, pero hemos tenido que despachar otras materias en que ha existido unanimidad. Y para evitar que esto se extienda más —no pretendo, tampoco, invocar mi calidad de Comité, porque en éste hay Senadores con distinta opinión—, voy a recurrir al artículo 116 del Reglamento, el cual faculta a cualquier Senador para solicitar que la discusión sobre un asunto de esta índole sea aplazada para la sesión siguiente, siempre que no se haya entregado con oportunidad el informe.

El señor PIÑERA.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor HORMAZÁBAL.— He terminado, Su Señoría.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Piñera.

El señor PIÑERA.— El Senador señor Hormazábal acaba de ejercer el pleno y absoluto derecho que le asiste en este caso. Además, ha formulado indicaciones al proyecto.



Quiero preguntar a Su Señoría acerca de la posibilidad de efectuar hoy la discusión y dejar la votación para mañana.

La señora FELIÚ.— Adhiero a ese planteamiento.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, me encantaría contestar no sólo al Senador señor Piñera —que me merece el máximo respeto—, sino a todos los Honorables colegas.



Quiero leer el informe, porque entiendo que no fui el único que presentó indicaciones. Hay una cantidad muy importante de ellas que inciden en temas delicados. Y, objetivamente, ¿cómo voy a prestar mi voto a indicaciones y acuerdos que no he podido conocer? Acabamos de sostener un debate sobre la forma de legislar y hemos destacado la conveniencia de que ello se haga, por lo menos, de manera informada. No es un problema de flojera. A los señores Senadores les consta que todos hemos estado trabajando en Comisiones. Quiero leer el informe, para saber cómo voto. Ése es el punto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Conforme al Reglamento, corresponde postergar el inicio de la discusión del proyecto hasta mañana, atendida su urgencia.



La sesión será citada para las 10:30.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, sugiero que ella comience más temprano, si fuera posible.

El señor VALDÉS (Presidente).— Sería algo muy estimulante.

El señor ALESSANDRI.—A las 9:30, señor Presidente.

El señor HORMAZÁBAL.— ¡Aseguro que partiré antes, señor Presidente...!

El señor VALDÉS (Presidente).— No hay acuerdo.



Haré una última invocación a Su Señoría, sin querer afectar su derecho: una exposición del señor Ministro, ¿no ayudaría a la comprensión de un informe tan extenso?

El señor HORMAZÁBAL.— Va a ayudar muchísimo, señor Presidente, porque es un gran Ministro y un hombre muy solvente y capaz. Sin embargo, como no presentó indicaciones...

La señora FELIÚ.— Sí lo hizo, Honorable colega.

El señor HORMAZÁBAL.— Perdón. He cometido un error, por no haber leído el informe. Pero sé que otros señores Senadores las formularon.



Señor Presidente, insisto en que es bueno despachar un proyecto leyéndolo, al menos.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se tratarán, entonces, las otras dos iniciativas señaladas por la Mesa.



Acordado.

)-------------(

El señor PALZA.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Palza.

El señor PALZA.— Señor Presidente, sólo deseo solicitar a la Mesa que recabe la autorización para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización pueda sesionar simultáneamente con la Sala, pues debe estudiar un proyecto importante. Al respecto, existe acuerdo entre sus miembros y está citada desde las 20 hasta las 21.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Si no hubiere oposición, se accederá a lo solicitado, en el entendido de que si se trata alguna disposición que requiera quórum especial, los señores Senadores vendrán a votar.



Acordado.

PLANTAS DE PERSONAL DEL CONGRESO NACIONAL
El señor URENDA (Vicepresidente).— Corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que fija las plantas de personal de los funcionarios del Congreso Nacional, con informe de la Comisión de Régimen Interior.



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 25a, en 18 de enero de 1994.


Informe de Comisión:


Régimen Interior, sesión 26a, en 19 de enero de 1994.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión, en su informe, introduce varias modificaciones al proyecto despachado por la Cámara de Diputados y propone, en concordancia con ellas, el texto definitivo.

El señor URENDA (Vicepresidente).— En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Valdés.

El señor VALDÉS.— Señor Presidente, en mi calidad de titular de la Comisión de Régimen  Interior, quiero exponer los fundamentos de la decisión que ésta ha adoptado.



El proyecto de ley que nos ocupa responde a la necesidad que advirtieron desde su elección, en marzo de 1990, las Mesas del Senado y la Cámara de Diputados —y que compartieron las respectivas Comisiones de Régimen—, en orden a modernizar el funcionamiento del Congreso Nacional.



No podía ser de otra manera, puesto que no en vano habían pasado más de 16 años desde la última ocasión en que sesionaron ambas ramas del Parlamento.



Para tales efectos, se han realizado diversos mejoramientos y otros se encuentran en proceso. Entre ellos, se ha perfeccionado el Reglamento del Senado —ya en aplicación—, e igual cosa ha hecho con el propio la Cámara de Diputados; está funcionando acuciosamente la Comisión Bicameral de Modernización del Congreso, la cual cuenta con apoyo financiero del Banco Mundial, y, en el ámbito que interesa en esta oportunidad, la iniciativa legal en informe viene a determinar el régimen jurídico que se aplicará a los funcionarios.



Ella es el resultado de numerosos esfuerzos, representados por los trabajos previos que efectuaron las dos Comisiones de Régimen, con asesoría de las más prestigiosas firmas de auditores externos, para conocer la mejor forma de organizar la labor en el Parlamento y, al mismo tiempo, estudiar las realidades sobre tratamiento de personal y diferencias de remuneraciones entre las empresas privadas y los servicios públicos. Además, cabe señalar los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta Especial designada por ambas ramas del Congreso en diciembre de 1992, y los ajustes que hicieron posteriormente las mismas Comisiones de Régimen, algunos de ellos a sugerencia de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con el cual se ha estado permanentemente en contacto.



En cada una de esas etapas, se tuvieron en cuenta las opiniones de las correspondientes Asociaciones de Funcionarios.



Este proyecto de ley, en su conjunto, satisface los requerimientos detectados en materia de personal para el buen funcionamiento del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional. Tiene la particularidad de que reconoce la facultad de cada una de las ramas del Parlamento para precisar la estructura que estime más adecuada para las plantas y escalafones de su personal, así como los cargos que los integran, y, en general, para establecer las normas estatutarias a que estará sometido. Lo anterior, dentro de los parámetros generales que fija la ley y aquellos que acuerde, en su caso, la Comisión Bicameral que se crea.



Por otro lado, se consulta la existencia de servicios comunes al Senado y a la Cámara de Diputados, que se apegarán a la actual Biblioteca: un Centro de Informática y Computación; Servicios de Bienestar —podrán ser varios o uno solo común, según se acuerde—, y los demás que se estime necesario crear más adelante, para lo que bastará el acuerdo de ambas Cámaras.



Es conveniente destacar que esta iniciativa no genera mayor gasto fiscal, porque el que eventualmente pudiere producirse sería financiado con reasignaciones de los presupuestos vigentes para cada Servicio.



El largo análisis de que ha sido objeto este proyecto por las Comisiones de Régimen durante su elaboración al interior del Congreso Nacional antes de su envío a tramitación legislativa y la certeza de que su vigencia dejará al Senado en mejor pie para acometer sus funciones en consonancia con las exigencias de los tiempos venideros, junto con afianzar la carrera funcionaría del personal, llevan a la Comisión que presido a recomendaros, por unanimidad de sus integrantes, que le prestéis vuestra aprobación.



He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



—Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto sugerido por la Comisión de Régimen Interior, y no habiendo sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.
El señor SIEBERT.— ¿Me permite, señor Presidente?



Convendría determinar el número de Senadores y Diputados que integrarán la Comisión Mixta, porque la Comisión de Régimen de la Cámara Baja tiene más componentes que la del Senado.

El señor URENDA (Vicepresidente).— La iniciativa vuelve ahora en tercer trámite a la Cámara de Diputados. En consecuencia, no podemos saber —aunque sí suponer— si aceptará o no las enmiendas del Senado. Sólo si las rechazara procederíamos a nombrar a los señores Senadores integrantes de la Comisión Mixta, quienes, de acuerdo con las normas habituales, serían los miembros de la Comisión de Régimen Interior.

PRORROGA PARA PAGO DE PATENTES MINERAS

El señor URENDA (Vicepresidente).— Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre prórroga del plazo para el pago de patentes mineras.



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 15a, en 17 de noviembre de 1993.


Informes de Comisión:


Minería, sesión 26a, en 19 de enero de 1994.


Hacienda, sesión 26a, en 19 de enero de
1994.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Este proyecto fue iniciado en mensaje del Presidente de la República, tiene urgencia calificada de "Suma" y fue informado por las Comisiones de Minería y de Hacienda. La primera deja constancia de que la iniciativa debería ser aprobada con rango de ley orgánica constitucional y propone acogerla en la forma que indica en su informe. Por su parte, la Comisión de Hacienda recomienda despacharlo tal como lo hizo la de Minería.

El señor URENDA (Vicepresidente).— En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, a la Cámara de Diputados se remitió un proyecto que constaba de un artículo permanente y uno transitorio. El primero facultaba al Tesorero General de la República para prorrogar hasta por seis meses el pago de las patentes mineras, franquicia que se otorgaba a los concesionarios que presentaran las respectivas solicitudes antes del 1° de julio de cada año.



Después de ser revisada la iniciativa por las Comisiones de Minería y de Hacienda, se llegó a la conclusión de que la facultad permanente para prorrogar produciría efectos negativos, entre otros los de romper el sistema de amparo del Código de Minería; desincentivar el pago oportuno de la obligación constitucional del amparo, y restar importantes ingresos a las municipalidades, ya que, según disposición aprobada por el Parlamento, el producto del pago de las patentes mineras va en beneficio del municipio donde corresponde efectuarlo.



Se consideró asimismo que, aun cuando el artículo único establecía que el Tesorero General de la República debía otorgar la prórroga "por razones fundadas", podría —en teoría, al menos— incurrir en discriminación al aprobarla en algunos casos y rechazarla en otros.



Por último, teniendo en cuenta que, según el Código de Minería, el Tesorero puede enviar las listas de concesiones desamparadas por no pago entre el 1° de abril y el 30 de junio, este plazo no coincidiría con el que se otorga para presentar la respectiva solicitud.



Para superar las objeciones señaladas, la Comisión de Minería propone —y la de Hacienda recomienda adoptar igual criterio— establecer sólo un artículo único que prorrogue hasta el 30 de junio de 1994 el pago de las patentes mineras, a fin de que puedan acogerse al beneficio todos aquellos que no las hubieren cancelado. Y para quienes hubieren pagado fuera de plazo y cumplido con la multa del doble del valor adeudado se dispone un procedimiento de compensación consistente en imputar el mayor pago derivado de la sanción al pago de las patentes correspondientes a marzo de 1994.



Creemos que de esa forma es posible lograr el objetivo que se persigue: resolver el problema de muchos mineros —pequeños, en su mayoría— a fin de que puedan cumplir la obligación y no quedar desamparados en su concesión.



Tales son las razones por las cuales la Comisión de Minería y la de Hacienda proponen el nuevo texto que está en conocimiento del Senado.



He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.

El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, sólo deseo referirme a una afirmación que aparece en la página 10 del informe de la Comisión de Hacienda.



La prórroga produce dos consecuencias. Primero, no se caducan ni se rematan las concesiones. Y segundo, se evitan las multas, correspondientes al doble del valor de las patentes. Por tanto, no existe mayor gasto. Sí, como parte de los recursos va a las municipalidades, éstas podrán ver disminuidos sus ingresos.



Ahora bien, no procede decir que "el proyecto no incidirá negativamente en la economía del país", como se sostiene en la página 10 del informe de la Comisión de Hacienda. Ese tipo de prórrogas tiene repercusiones negativas y provoca que mucha gente, a la espera de ellas, no cumpla las obligaciones tributarias en la forma oportuna como lo hacen los contribuyentes responsables y los buenos ciudadanos.



Sin embargo, como una discusión sobre el particular sólo entrabaría la tramitación del proyecto y el remedio resultaría peor que la enfermedad, dimos nuestro asentimiento en la Comisión de Hacienda.



He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, en principio, estoy de acuerdo con lo manifestado por el Honorable señor Lavandero, y sólo quiero manifestar que la medida favorecerá a los titulares de concesiones mineras de explotación y no de exploración, pues generalmente estas últimas corresponden a grandes empresas que cuentan con recursos para pagar.



Una de las razones que se tuvieron en cuenta para patrocinar el proyecto es la difícil situación que afecta a los pequeños y a algunos medianos mineros por la considerable baja del precio del cobre. Incluso, cuando éste ha sido mayor, los mineros se han quejado permanentemente por las bajas tarifas de ENAMI.



Por ende, esta prórroga constituirá una ayuda para ellos, a la espera de que entretanto —y como por suerte está sucediendo— la cotización del metal rojo experimente una recuperación y se llegue a un precio que haga innecesaria la dictación de leyes de excepción que, como decía el Honorable señor Lavandero, inciden negativamente en la economía y desincentivan el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Otero.

El señor OTERO.— Señor Presidente, me alegro mucho de que los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra opinen que hay que poner término de una vez por todas a estas leyes de excepción, que siempre benefician a quienes no cumplen con las obligaciones tributarias.



Este tema es muy parecido al de la amnistía para aquellos que no concurren a votar. Y si el Gobierno y el Parlamento quieren cambiar las reglas, pueden hacerlo, pero sin dejar al que cumple en el lado angosto del embudo, y a los que no cumplen, en el ancho.



Como Senador, nunca votaré favorablemente iniciativas de tal índole. Y ello, por una razón muy simple. Si se produce una emergencia, una catástrofe o algo por el estilo, debe dictarse una ley especial, por tratarse de una situación extraordinaria. Pero siempre, en todas las actividades —en las económicas, fundamentalmente— hay personas que pasan por altos y bajos. ¿Y en cada oportunidad tendríamos que recurrir a una ley de excepción para acudir en ayuda de las que están en el bajo? ¿Y qué pasa con la gente normal de este país?



Uno puede apreciarlo en los tributos. El que los paga puntualmente es considerado tonto. ¿Por qué? Porque para quien no paga viene después una ley de amnistía o de blanqueo. Y esto ocurre con todo lo que significa obligaciones generales de los ciudadanos.



Por lo tanto, las legislaciones de excepción contribuyen a seguir fomentando en Chile la creencia de que cumplir la ley no da rédito: es preferible no hacerlo, porque de una u otra manera, aduciendo una aflictiva situación, los Parlamentarios vamos a patrocinar iniciativas que, aun cuando decimos lo contrario, se repetirán una y otra vez.



A mi juicio, tales precedentes son negativos para el país. Y no sólo para la economía, sino también para la moral y la ética, que deben imperar entre nosotros. Tenemos que entender que los deberes tributarios son tan importantes como cualquier obligación comercial, y por lo tanto, cumplirlos oportunamente. Y así debemos hacerlo con todas las leyes de la República. Porque cuando no se cumple la ley —y siempre hay una manera de aliviar o no aplicar las sanciones pertinentes—, ello pasa a constituirse en un mal hábito que, desgraciadamente, ya existe en Chile.



Por tales razones, votaré en contra del proyecto.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, la intervención del Honorable señor Otero me coloca una valla muy difícil, porque quiero hacer presente al Senado la necesidad de aprobar la iniciativa.



Esta Corporación sabe que en algunas de las materias abordadas por Su Señoría hemos concordado. Por ejemplo, rechazamos también el proyecto de ley de amnistía para los electores que no concurrieron a sufragar. El Gobierno ha insistido, la Cámara de Diputados aprobó ese criterio y es probable que la iniciativa llegue de nuevo a esta Corporación. Yo, por lo menos, mantendré mi posición al respecto.



En cuanto a las patentes mineras, debo recordar que en su oportunidad despachamos una iniciativa en la que me correspondió participar, a petición de las asociaciones mineras de la Región que represento, por cuanto se produjeron situaciones muy especiales debido a un fenómeno climático que afectó a buena parte de la zona y que fue fácilmente comprobable por los expertos del Servicio Nacional de Geología y Minería o por cualquier otra persona, atendido lo que significó para las actividades de la pequeña y mediana minerías en el norte del país.



Estudiamos la situación que ahí se producía y, conviniendo en que las iniciativas de este tipo dan señales —como se dice ahora— equivocadas, buscamos un procedimiento que fuera más estable y permanente para atender situaciones coyunturales.



La Comisión de Minería adoptó en esa oportunidad el mismo criterio que ahora, porque estimó que ello podía afectar a normas de carácter muy especial contenidas en la legislación minera, y acordó la prórroga del pago de las patentes.



Debo recordar que en el debate habido en esta Sala, cuando defendí el que era mi proyecto, señalé que había que empezar a mirar con bastante atención, porque a partir de una iniciativa de ley presentada por el Presidente Aylwin, que contó en el Senado con el respaldo, me parece, de todas las bancadas, incluidos los sectores independientes, los recursos que hoy se generan en virtud de las patentes mineras quedan en la respectiva región, y el 30 por ciento, en la comuna donde se desarrolla la actividad.



Entonces, yo decía: "Estamos interesados en desarrollar las regiones y en entregarles recursos financieros para que puedan desenvolverse". El fundamento para proceder así estaba en que, a diferencia de otras actividades productivas, las mineras son extractivas: no se renuevan con una nueva siembra, sino que se va produciendo el deterioro de la riqueza que en ellas se genera. De allí que resultaba de toda lógica que los derechos cobrados para ejercerlas pudieran dedicarse, por los municipios y las regiones, a actividades creativas de empleos, con el objeto de enfrentar a tiempo la necesaria limitación del alcance y extensión de las faenas propiamente mineras.



Es decir, al estudiar esta materia, podemos observar que está directamente vinculada con la posibilidad de menores recursos para las municipalidades de las regiones más pobres y para los fondos de desarrollo regional.



Por tanto, hoy existe un argumento nuevo e importante. Y conozco el caso de municipios que ya tienen consideradas en el presupuesto del próximo año las cuotas que se supone que van a recaudar por tal concepto.



Ahora, con los antecedentes que nos ha proporcionado la Comisión de Hacienda, queda meridianamente claro que estamos hablando de una situación muy coyuntural, porque ya el 88,6 por ciento del total por pagar está cancelado.



Sobre el particular, llamo a poner atención en el informe de la Comisión de Hacienda, que en la página 5 dice que hasta noviembre de 1993 se había recuperado 88,6% del total a pagar, quedando solamente como morosidad alrededor de 12% del total. Es decir, estamos refiriéndonos a un problema que afecta sólo a 12 por ciento del total.

El señor PAPI.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor HORMAZÁBAL.— Con todo gusto, señor Senador, con la venia de la Mesa.

El señor PAPI.— Me llama la atención el bajo porcentaje ¿pero cuál es el número de personas? Porque puede ser 12 por ciento del total medido en recursos. ¿El 12 por ciento corresponde también a...

El señor HORMAZÁBAL.— A eso quiero llegar, señor Senador.



Desgraciadamente, ahora no se ha entregado el número de personas. Sí lo tuvimos la vez anterior. En esa ocasión, 10 mil pequeños mineros y pirquineros quedaban favorecidos con la normativa.



En todo caso, ¿a dónde quiero llegar? Precisamente al punto mencionado por el Honorable señor Papi: el Estado, las municipalidades y las regiones ya han recuperado 88,6 por ciento del total de los recursos que necesitan; el resto es adeudado por la mayoría de los pequeños y medianos mineros, que son los más humildes.



¡Precisamente ésta es la expresión, Honorables colegas, de lo que se pretende solucionar!



Como ya se ha recordado, el cobre pasa por uno de sus precios internacionales más bajos. Pero la política seguida por el Gobierno permite, gracias a un interesante manejo efectuado por la ENAMI mediante compras a futuro y la colocación del metal rojo a un precio superior al que se está transando en el mercado, pagar al pequeño y al mediano mineros cerca de 98 centavos de dólar por libra.



La situación es tan grave, que pido a Sus Señorías prestar atención a los índices de cesantía existentes en la zona norte de nuestro territorio. Así podrán apreciar que, mientras el resto del país vive con agrado tasas reducidas, la Cuarta es la única Región que aparece con un indicador que sube a un promedio de más de 5 por ciento. ¿Y cuál es la razón? Pese a estar ahora en plena fase de actividad estival, donde existen muchas potencialidades de empleo, la pequeña minería —la más humilde— es la más afectada.



Por lo tanto, ruego a los señores Senadores que entiendan, primero, que esta iniciativa tiene una absoluta justificación social: está hecha para los más pobres, para la gente que no ha podido generar recursos.



En segundo lugar, no se produce un daño relevante a los municipios ni al gobierno regional —que me interesa preservar—, porque los recursos ya han sido captados en 88,6 por ciento.



Por último, confío en lo señalado por el propio Gobierno en cuanto a que ésta será la última prórroga y a que deberá estudiarse un mecanismo distinto, pues, en su concepto, el sistema no puede constituirse en hábito.



En síntesis, no soy el autor de este proyecto de ley (lo fui del anterior). Pero, conociendo la realidad de la zona norte, y en particular la del minero pequeño más pobre, solicito humildemente al Senado aprobar esta iniciativa, porque no produce daño; genera transitoriamente una respuesta a gente que tiene el problema, y, adicionalmente, en la forma como la aprobó la Comisión de Minería, permite buscar con el Ejecutivo una modalidad que posibilite enfrentar las dificultades de los más desvalidos sin necesidad de recurrir a este expediente.



He dicho.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.— Deseo hacer una aclaración, para no incurrir en errores.



Es efectivo lo señalado por el Honorable señor Alessandri en el sentido de que en la Comisión de Minería se limitó la prórroga del pago de las patentes mineras a las concesiones de explotación. Pero la Comisión de Hacienda, después de escuchar a representantes del Ministerio de Minería y de la Tesorería General de la República sobre la conveniencia de no hacer distinción por no tener ésta capacidad para tal efecto, manifestó su acuerdo y, por lo tanto, la prórroga quedó también para las concesiones de exploración.



Doy la explicación a fin de que no incurramos en un error.



En segundo término, es efectivo lo señalado en cuanto a que ésta es la última prórroga. Pero, en todo caso, se solicitó al Gobierno establecer una norma similar a la del Código Tributario que faculta a la Tesorería para celebrar convenios de pago de impuestos morosos. Esta atribución no existe en el caso de la minería, por el hecho de que la Ley Orgánica Constitucional sobre Concesiones consagra que el amparo de éstas se halla dado por la patente. Entonces, hay que efectuar una modificación de quórum especial con el objeto de establecer un mecanismo similar que permita salvar tal dificultad. Y ésa fue la razón por la que en la Comisión de Hacienda no entramos a legislar sobre la materia.



En todo caso, se trata de una cuestión pendiente que puede salvar el reparo formulado por el Honorable señor Otero y al cual se refirió también el Senador señor Hormazábal.

El señor NUÑEZ.— Pido la palabra.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Hago presente a la Sala que, en su informe, la Comisión de Hacienda recomienda aprobar el proyecto en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Minería. En consecuencia, el acuerdo a que se refirió el Honorable señor Zaldívar no aparece en ninguno de los informes.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NUÑEZ.— Efectivamente, en la Comisión de Minería aprobamos que la prórroga de las patentes mineras beneficiara exclusivamente a las concesiones mineras de explotación. Sin embargo, si el órgano competente carece de capacidad para distinguir entre concesiones de explotación y exploración, estoy de acuerdo en que la iniciativa se extienda a estas últimas.



No obstante, quiero señalar lo siguiente.



El 12 por ciento a que se ha aludido en esta oportunidad —aquellos que no han cumplido todavía con el pago— dice relación también al tema que estamos tratando. O sea, ahí se engloba a quienes pagan patente tanto de exploración como de explotación. Pero el hecho es que se halla en mora la mayor parte de los pequeños mineros que hoy explotan sus concesiones. En consecuencia, ese 12 por ciento alcanza a un número mucho mayor de pequeños mineros que están en una situación económica bastante desmedrada por los precios internacionales del cobre, y no afecta mayormente a quienes pagan patente de exploración.

El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, creo que en el informe de la Comisión de Hacienda hay un error. Porque este punto se trató a petición expresa, pero no quedó constancia.



De todas maneras, hago constar que se suscitó la discusión.

El señor URENDA (Vicepresidente).— En todo caso, todavía podría presentarse una indicación para suprimir las palabras "de explotación". Es la única forma de obviar el problema.



Solicito hacer llegar a la Mesa la indicación correspondiente.

El señor ZALDÍVAR.— ¿Por qué no damos por hecha la indicación, señor Presidente, eliminando los términos "de explotación", de tal manera que la prórroga se refiera a todas las concesiones?

El señor ROMERO.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ROMERO.— Estuve presente en la Comisión de Hacienda, y debo confirmar que se planteó este asunto en el debate.



Quiero aprovechar la ocasión para decir que las señales que estamos dando en esta materia no son positivas. Creo que aquí ha habido algo extraordinariamente especial, porque la Tesorería adoptó la decisión unilateral de dar determinado procedimiento a una situación que está perfectamente clarificada en la ley. Sin embargo, debo reconocer la existencia de una situación muy crítica en la minería, y en particular en la pequeña.



Por eso me abstuve en la Comisión, y lo propio haré en la Sala.

El señor LAVANDERO.— ¿Me permite una explicación, señor Presidente?

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LAVANDERO.— En la Comisión de Hacienda tuvimos en cuenta el problema existente para distinguir entre explotación y exploración.



Aún más: se nos advirtió que también están muy atrasados en el pago de las patentes los pequeños mineros de exploración.



Pero la razón para no introducir una modificación fue otra. Si proponíamos una enmienda, el proyecto debía volver a la Cámara de Diputados, lo que implicaría demorar su despacho y confundir la prórroga con el pago de las patentes que los mineros deben efectuar este año.



La Comisión de Hacienda, entonces, no quiso innovar, porque habría dilatado la tramitación de la iniciativa y provocado un efecto todavía más perverso.

El señor ZALDÍVAR.— Sólo deseo hacer una aclaración.



Creo que de todas maneras el proyecto debe ir a la Cámara de Diputados, porque reemplazamos dos artículos por uno. Y si la Tesorería hizo tal observación, que puede generar un problema administrativo grave que a lo mejor deja la ley sin aplicación o mal aplicada, es preferible que lo corrijamos.



Por eso, formulo indicación para eliminar los términos "de explotación".

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene razón Su Señoría.



La Cámara de Diputados aprobó un proyecto distinto. Así que en todo caso debe haber tercer trámite.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Esta iniciativa debe aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional, esto es, con el pronunciamiento favorable de 26 señores Senadores.

El señor ALESSANDRI.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, ¿se va a votar el proyecto tal como viene, sin la indicación?

El señor URENDA (Vicepresidente).- Debe aprobarse primero el proyecto y posteriormente la indicación, señor Senador.

El señor ALESSANDRI.— Entiendo que el contenido de esta última es un poco discutible, porque extiende la prórroga a las concesiones de exploración y de explotación. De modo que la Tesorería no tendrá dificultades para distinguir entre unas y otras.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Veamos, primero, el pronunciamiento de la Sala, señor Senador.



En estos momentos hay 29 señores Senadores presentes en la Sala.



—Se aprueba en general el proyecto, con el voto en contra del Senador señor Otero, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 28 señores Senadores.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Corresponde votar ahora la indicación.

El señor PAPI.— Aprobémosla con la misma votación, señor Presidente.

La señora FELIÚ.— Con mi voto en contra, señor Presidente.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Honorable señor Otero, ¿cuál es su posición con respecto a la indicación

El señor OTERO.— Señor Presidente, si se dice de qué indicación se trata, podría pronunciarme.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Es para eliminar la expresión "de explotación" las dos veces en que aparece en el artículo único de la iniciativa.

El señor OTERO.— Señor Presidente, estoy absolutamente en contra del proyecto. De modo que si la indicación presentada lo mejora...

La señora FELIÚ.— Lo amplía, señor Senador.

El señor OTERO.— En ese caso, votaré en contra, señor Presidente.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Honorable señor Alessandri, ¿cómo va a votar?

El señor ALESSANDRI.— Estoy pareado, señor Presidente.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En esta materia no caben los pareos.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, aprobemos la indicación, con las oposiciones manifestadas.

El señor HUERTA.— Con la mía también, señor Presidente.

El señor ALESSANDRI.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, hay varios señores Senadores que no saben qué es lo que se vota, porque recién han llegado a la Sala. Por consiguiente, solicito que el señor Secretario o algún señor Senador —puede ser el que habla— explique en qué consiste la enmienda que introduce la indicación.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En primer lugar, se aprobó el proyecto informado por la Comisión de Minería. Luego, el Honorable señor Zaldívar formuló indicación para eliminar las palabras "de explotación" las dos veces en que aparece en el artículo único, con el objeto de otorgar el beneficio también a las concesiones mineras de exploración. Es decir, da mayor amplitud al beneficio.



Además, me señala el señor Secretario de la Comisión de Minería que habría que sustituir también el vocablo "pertenencia" por "concesión", término que comprende tanto la de exploración como la de explotación.



En eso consiste la indicación del Honorable señor Zaldívar.

El señor ALESSANDRI.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, me opongo a la indicación. Si la iniciativa constituye una ley de excepción, entonces debe restringírsela lo más posible.



Lo habitual es que los dueños de minas pequeñas no operen concesiones de exploración, que generalmente corresponden a las grandes compañías o las personas con recursos. Los pequeños mineros, por lo general, tienen concesiones de explotación.



Por lo tanto, a mi juicio, no habría razón para prorrogar el plazo para el pago de la patente anual a las concesiones de exploración.



Por ese motivo, estoy en contra de la indicación.

El señor ZALDÍVAR.— Pido la palabra.

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR,— Señor Presidente, quiero aclarar, respecto de lo señalado por el Senador señor Alessandri, que, precisamente, uno de los argumentos dados en la Comisión de Hacienda por el Ministerio de Minería para introducir esta modificación, que también hizo ver el representante de la Tesorería General de la República, consistía en que el pago de las patentes mineras de exploración también afectaba a muchos pequeños mineros, pues ellos igualmente exploran y poseen concesiones de exploración. Y, además, hay una razón —que expresé con anterioridad— de orden administrativo: esta  ampliación permite una buena aplicación de la ley.



Reitero: si se aprueba la iniciativa sin suprimir los términos "de explotación", puede provocarse un problema administrativo en la aplicación de la ley.



Ésos fueron los motivos para haber presentado la indicación, señor Presidente.

El señor HORMAZÁBAL.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, deseo complementar lo expuesto.



Escuché a un Honorable colega señalar que con la indicación se estaría favoreciendo a las grandes compañías o a personas con recursos. Y la verdad es que en la Comisión de Minería se alegó precisamente que la exploración es efectuada generalmente por grandes empresas. Pero existen pequeños mineros que también la realizan.



Entonces, lo único que me permitiría recordar a los Honorable Senadores que llegaron con posterioridad al debate de esta iniciativa es que la indicación no afecta a la generalidad, porque ya se ha recaudado —según cifras de noviembre de 1993— el 88,6 por ciento del total a pagar, quedando, en definitiva, un saldo de 11 por ciento y fracción, correspondiente, el mayor número, a pequeños mineros. De modo tal que no se está favoreciendo ni a los poderosos ni se hace una distinción indebida. Y como se ha acreditado en el transcurso de la discusión, el criterio es autorizar por última vez esta prórroga, ya que se entiende que debe buscarse un mecanismo mejor que éste.

El señor URENDA (Vicepresidente).— A título meramente informativo, señalo a Sus Señorías que, según el informe de la Comisión de Hacienda, existen 30 mil roles de explotación y 14 mil roles de exploración.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, en vista de las explicaciones dadas, anuncio el cambio de mi voto. Estoy de acuerdo con la indicación.



—Se aprueba la indicación, con los votos en contra de los Senadores señora Feliú y señores Otero y Huerta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 26 señores Senadores, y queda aprobado el proyecto en particular.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Queda terminado el despacho de la iniciativa en este trámite.



Se levanta la sesión.



—Se levantó a las 21:14.



Manuel Ocaña Vergara,



 Jefe de la Redacción

